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RESÚMEN 

El expediente en cuestión, materia del presente informe jurídico, trata sobre un 

procedimiento que infringe las normas de protección al consumidor a raíz de una 

denuncia formulada por la consumidora contra un abogado quien la patrocinó en 

un proceso judicial de demanda de divorcio que, contra ella (la consumidora), 

formuló su esposo. Por versión de la denunciante, el abogado denunciado 

(supuesto proveedor) no brindó un servicio idóneo. Una vez admitida la denuncia 

e imputados los cargos contra el abogado, este formuló sus descargos 

aseverando fundamentalmente que no existía una relación de consumo con la 

denunciante ya que se trataba de un servicio adicional en forma de apoyo. 

Durante el trámite del procedimiento administrativo, se incorporó de oficio al 

estudio de abogado donde laboraba el denunciado, al advertirse que durante la 

prestación del servicio este último utilizó algunos recursos del estudio los cuales 

pudieron haber generado en la consumidora denunciante, la expectativa de 

haber sido patrocinada por el denunciado como abogado de dicho estudio. 

Independientemente del análisis de idoneidad sobre el servicio brindado por el 

abogado denunciado, en el presente informe, se analiza la principal controversia, 

la cual radica en determinar si existió una relación de consumo, considerando 

que, en todo momento, el abogado denunciado y el estudio afirmaron que se 

trataba de un servicio de favor; además de que la denunciante no presentó medio 

probatorio que acreditase el pago realizado al denunciado por sus servicios de 

patrocinio en el proceso judicial de divorcio.   

 

 IDENTIFICACIÓN DE LAS ÁREAS DEL DERECHO EN EL 
EXPEDIENTE ELEGIDO 

El análisis sobre el Expediente N° 0520-2016/CC2-INDECOPI que se realiza en 

este informe, incluye las áreas siguientes: 

 Derecho Administrativo  

 Protección al Consumidor  

 



2 
 

 

 

 JUSTIFICACIÓN DE LA ELECCIÓN DEL EXPEDIENTE 

El expediente en cuestión ha sido seleccionado con el fin de llevar a cabo un 

análisis jurídico detallado centrándose en la aplicación del Código de Protección 

y Defensa del Consumidor Ley N° 29751 y la existencia de la relación de 

consumo. Este análisis permitirá examinar el alcance de la aplicación del Código 

y, asimismo, se abordará el análisis de la presunta infracción al deber de 

idoneidad y de información, lo que posibilitará el estudio de la garantía aplicable 

y la distribución de la carga probatoria en los procedimientos de protección al 

consumidor. Por último, el análisis jurídico del presente expediente se llevará a 

cabo con el objetivo de proporcionar una comprensión integral del derecho de 

los consumidores regulado dentro del marco legal pertinente, así como de las 

implicaciones legales en relación con la protección al consumidor. Este enfoque 

permitirá una evaluación exhaustiva de los aspectos legales involucrados, con el 

fin de ofrecer un análisis detallado y fundamentado desde una perspectiva 

jurídica.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



3 
 

 

TABLA DE ABREVIATURAS 

 

CÓDIGO Código de Protección y Defensa del 
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Resolución Final  Resolución N° 1458-2017/CC2 del 21 
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Resolución de la Sala  Resolución N° 822-2018/SPC del 18 
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Señor Bartra  Ex esposo de la denunciante  
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Sumarísimos  

T.U.O. LPAG - LPAG 

 

T.U.O. de la Ley de Procedimiento 
Administrativo General N° 27444, 
aprobado por Decreto Supremo N° 
006-2017/PCM  
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INTRODUCCIÓN 

En nuestro país, la tutela que nuestro ordenamiento jurídico ofrece a los 

consumidores (a partir de lo dispuesto por el artículo 65° de la Constitución 

Política del Perú y del Código de Protección y Defensa del Consumidor) se 

encuentra delimitada principalmente por la existencia de una relación de 

consumo entre el consumidor y el proveedor, respecto de un producto o servicio 

que el segundo brinda al primero. Dentro del marco de dicha relación puede 

existir una vulneración de un derecho del consumidor o el incumplimiento por 

parte del proveedor de una obligación dispuesta por las normas mencionadas. 

Un ejemplo de ello ocurre cuando el proveedor brinda un servicio donde el 

consumidor no encuentra satisfechas sus expectativas; es decir, cuando el 

proveedor brinda un servicio no idóneo. 

En el expediente materia del presente trabajo de suficiencia profesional, antes 

de analizar si el servicio brindado por el proveedor denunciado fue idóneo o no, 

era necesario evaluar si la denuncia formulada era procedente. Para ello, era 

necesario determinar si existió una relación de consumo, entre la denunciante y 

el denunciado. Teniendo en cuenta además la posibilidad de que si el servicio 

fuese gratuito, éste estaba destinado a promover el consumo o no. Esto último 

es un requisito indispensable para que se aplique el Código del Consumidor en 

caso de servicios gratuitos. 

Asimismo, para llegar a una mejor conclusión, se analizará algunas figuras 

jurídicas relevantes como la teoría de la apariencia, el principio de la primacía de 

la realidad y la prueba indiciaria. 

Por otro lado, a lo largo del presente informe, también se analizará la aplicación 

del Código del Consumidor, independientemente de la existencia de la relación 

de consumo, la existencia de una posible vulneración al deber de idoneidad por 

parte del proveedor denunciado, para tal efecto se examinaran los puntos de 

vista adoptados por los órganos administrativos en sus resoluciones respectivas. 

Del mismo modo, misma forma, se evaluará la procedencia de la adhesión de la 

apelación formulada por el denunciado. 
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CAPÍTULO I: IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 

A. ¿DE QUÉ TRATA EL CASO? 
 

El procedimiento en general tiene como origen la demanda de divorcio 

presentada por el señor Leonardo Bartra Valdivieso por la causal de separación 

de cuerpos contra quien habría sido su esposa, la señora Angélica Gayoso 

Benavides, ya que ella se encontraba residiendo en Madrid - España, por lo cual, 

según el esposo, correspondía que el juzgado de familia declarase el divorcio 

teniendo en cuenta el inciso 12 del artículo 333 del Código Civil1.  

Por este motivo, al encontrarse la señora Angélica Jeaneth Gayoso Benavides 

(la señora Angélica o señora Gayoso, en adelante) fuera de Perú, decide 

contactarse con alguno de sus conocidos abogados pues tiempo atrás ella había 

sido magistrada del Poder Judicial en Perú. De esta manera, por ayuda de su 

amigo y abogado, Nelson Ramírez, se pone en contacto con el abogado Jaime 

Heredia Tamayo (en adelante el abogado o el señor Heredia), para que pueda 

representarla y defenderla en la demanda de divorcio que se le interpuso. 

Así pues, el caso en cuestión a analizarse en el presente informe, se refiere a 

una denuncia de la señora Angélica Jeaneth Gayoso Benavides en contra del 

señor Jaime Alejandro Heredia Tamayo ante la Comisión de Protección al 

Consumidor N° 2 de la Sede Central del INDECOPI. 

La denuncia alega que los servicios legales brindados por el abogado Jaime 

Heredia Tamayo en la demanda de divorcio que afrontaba la señora Gayoso 

Benavides constituyeron una afectación a sus derechos como consumidora, en 

infracción a las disposiciones del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor – Ley N° 29571, (en adelante el Código). 

La denunciante señaló que contrató los servicios del denunciado por una suma 

aproximada en total de S/. 10 000,00 (diez mil y 00/100 soles) sin que se le 

                                                           
1  Artículo 333° del Código Civil: Son causales de separación de cuerpos: (…) 12. La separación de hecho 
de los cónyuges durante un período ininterrumpido de dos años. Dicho plazo será de cuatro años si los 
cónyuges tuviesen hijos menores de edad. En estos casos no será de aplicación lo dispuesto en el Artículo 
335º. 
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otorgara algún recibo por honorarios y menos aún un contrato escrito, ella alega 

también que estos pagos fueron enviados en diferentes montos. 

Asimismo, la señora Angélica Gayoso alega que el señor Jaime Heredia Tamayo 

incurrió en diversas irregularidades durante el proceso de divorcio en el que la 

representaba, como no presentar medios probatorios, no contestar una 

demanda, no presentar la demanda por la causal de conducta deshonrosa, entre 

otros. 

Después de analizar el caso y revisar la lista de los diferentes documentos y 

tener en cuenta cuáles son las posibles infracciones que ya prescribieron, la 

Comisión formuló cargos contra el señor Heredia Tamayo por presuntas 

infracciones al deber de idoneidad, al deber de información y por no haber 

atendido los reclamos formulados por la denunciante en su debido momento y 

de manera adecuada. Además, la Comisión, incluyó de oficio en el procedimiento 

al Estudio Muñiz Sociedad Civil de Responsabilidad Limitada, del cual el señor 

Heredia Tamayo era miembro en ese entonces, por existir indicios razonables 

que vincularían al Estudio con el servicio que brindó el señor Heredia Tamayo y 

que fue cuestionado por la denunciante. 

En términos generales, el Estudio Muñiz argumentó que no patrocinó en ningún 

momento a la denunciante señora Gayoso en el proceso judicial de divorcio que 

enfrentaba y que no existía legitimidad para obrar en el presente caso. En 

resumen, el caso se refiere a una denuncia por afectación a los derechos como 

consumidora en un proceso de divorcio y a la posible responsabilidad del Estudio 

Muñiz en el servicio brindado por el abogado Heredia Tamayo. 

 

B. ¿CUÁLES SON LAS PARTES IMPLICADAS? 

Para continuar con el desarrollo del caso de forma detallada, es necesario 

conocer a las partes implicadas durante todo el procedimiento: 

 

b.1)  Angélica Jeaneth Gayoso Benavides:  
La denunciante, es la ex esposa del señor Leonardo Bartra, quién ante la 

demanda de divorcio que le interpuso su ex esposo, busca ayuda en un conocido 
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suyo, el abogado Néstor Ramírez (Abogado Senior del Estudio Muñiz S.R.L) 

quién le recomienda el asesoramiento del abogado Jaime Heredia Tamayo para 

allanarse al procedimiento de divorcio. De esta manera, la denunciante señora 

Gayoso durante el procedimiento de demanda que enfrentaba, alega que no 

tenía la intención de separarse del hogar familiar, pues viajó a España por 

razones de salud, ya que según ella, el descubrir la infidelidad de su esposo con 

una de las trabajadoras de la Notaría de su esposo, contrajo diferentes 

enfermedades, una de ellas bastante peligrosa y compleja que requirió un 

tratamiento con especialistas en España y que a pesar de ello, seguía en 

contacto con sus hijos. 

Al no tener resultados favorables en este procedimiento judicial ella alega que la 

prestación de servicios legales brindados por el abogado Heredia constituyó una 

afectación a sus derechos como consumidora, en infracción a las disposiciones 

del Código de Protección y Defensa del Consumidor – Ley N° 29571 ante el 

INDECOPI. 

b.2) Jaime Heredia Tamayo 

Se incluye en el procedimiento al abogado Heredia Tamayo quien acepta apoyar 

el caso a pedido del señor Néstor Ramírez, quien en ese entonces, era su jefe 

en el Estudio Muñiz. Si bien, el abogado Heredia no era especialista en asuntos 

de derecho familiar, acepta ayudar en el caso considerando que se trataba de un 

favor para su jefe. Después de haber apoyado en el procedimiento judicial a la 

señora Gayoso, se enfrenta a la denuncia ante el INDECOPI por haber infringido 

según la Comisión de Protección al Consumidor N° 2 los artículos relacionados 

al deber de idoneidad y comunicación de los proveedores el Código de 

Protección al Consumidor Ley N° 29571. 
 

b.3) El Estudio Muñiz:  
El Estudio Muñiz fue incluido de oficio en el procedimiento por decisión del 

INDECOPI, ya que en la única audiencia presencial, la Comisión de Protección 

al Consumidor N° 2, concluyó que existían indicios suficientes para creer que el 

Estudio Muñiz también tenía responsabilidad en el caso debido a que, el 

abogado Heredia Tamayo utilizaba la dirección electrónica del estudio Muñiz, 

además de la casilla electrónica y la firma con el logotipo del estudio. 
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C. ¿CUÁL ES LA POSICIÓN DE CADA PARTE? 
 

c.1 Señora Angélica Jeaneth Gayoso Benavides: 
La denunciante señora Gayoso adujo desde el inicio del procedimiento que el 

abogado Heredia incurrió en diversas irregularidades durante el proceso de 

divorcio en el cual él la representaba. 

Por esta razón formula la denuncia ante la Comisión de Protección al 

Consumidor N° 2 de la Sede Central del INDECOPI (en adelante “la Comisión”) 

contra el abogado Heredia porque el servicio brindado por este último constituían 

afectación a sus derechos como consumidora; y por ende, infracciones a las 

disposiciones del Código de Protección y Defensa del Consumidor – Ley N° 

29571 (en lo sucesivo, el “Código del Consumidor”). 

La señora Gayoso señaló que había recibido una notificación de una demanda 

de divorcio que interpuso su ex cónyuge cuando ella vivía en España en octubre 

del año 2011. Como consecuencia de ello, menciona que contrató los servicios 

profesionales y de representación del abogado Heredia por el monto aproximado 

a S/ 10 000.00 (diez mil y 00/100 soles) 

Menciona también que por recomendación del señor Néstor Ramírez ella otorga 

a favor del señor Jaime Heredia Tamayo un poder por escritura pública en una 

notaría pública de Madrid con la finalidad de que éste la represente en dicho 

proceso judicial. Tras perder la demanda de divorcio ante su excónyuge, ella 

señala que el abogado Heredia incurrió en las siguientes irregularidades: 

- No contestó la demanda ni presentó los medios probatorios que 

confirmaban su estadía en España por razones de salud; además de que 

no contradijo el supuesto abandono de hogar señalado por su excónyuge 

- Tampoco presentó la carta notarial del 1 de abril de 2013 como medio 

probatorio, dirigida a su excónyuge. 

- No formuló la demanda de divorcio en contra de su excónyuge, por causal 

de conducta deshonrosa (demanda que fue redactada por un abogado, 

amigo de la denunciante). 

- No arribó a ningún tipo de acuerdo en la audiencia de pruebas. 
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- El 22 de mayo de 2013, presentó solamente una copia de la carta notarial 

del 1 de abril de 2013, a pesar de haberle insistido en que presente los 

demás documentos que le entregó. 

- No atendió la carta notarial del 21 de septiembre de 2013, remitida por su 

excónyuge, documento que había sido redactado por un amigo de la 

señora Gayoso. 

- No refutó los argumentos presentados en el recurso de apelación de su 

excónyuge. 

- No proporcionó el documento que abordaba el tema discutido durante la 

audiencia, sobre la venta de un inmueble por parte de su esposo como 

soltero, a pesar de las indicaciones. 

- No informó sobre la revocación de la sentencia apelada la misma que 

declaró fundada la demanda. 

- No apeló la decisión de la Sala de Familia mediante un recurso de 

casación, lo que resultó en el registro del divorcio en la SUNARP y 

RENIEC. 

- Se mantuvo en contacto con comunicaciones con el abogado de su 

excónyuge en las que le indicó los actos procesales que tenía que realizar. 

- No respondió a las cartas notariales de fecha 21 de diciembre de 2015 y 

2 de enero de 2016 en las cuales ella le reclama por todo su actuar. 

-  El 22 de diciembre de 2015 el denunciado le hizo llegar los documentos 

que obraba en su poder tras la primera carta notarial enviada indicando 

de manera evasiva que su conducta fue adecuada y correcta, indicando 

que realizó todas las acciones posibles dentro del ejercicio de su función. 

La señora Gayoso, como resultado de lo mencionado, pidió la compensación de 

las costas y costos de este caso, y presentó a la Comisión evidencias que incluía 

resoluciones judiciales, escritos y proyectos de escritos correspondientes al 

proceso judicial de divorcio; además de cartas notariales y correspondencia con 

el abogado denunciado. 

Ante el requerimiento que formuló la Comisión sobre los medios probatorios que 

acreditaran la contratación del abogado Heredia, señaló que no presentó ningún 

documento que acreditase algún pago por los servicios legales aduciendo que el 

abogado Heredia no le había proporcionado ningún comprobante de pago o 
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recibos por los desembolsos que hizo a su favor pero que, según ella, realizó los 

pagos de la siguiente manera: 

FECHA 
DE PAGO 

MONTO 
PAGADO 

MEDIO DE PAGO ESTADO 

 
10-2011 

 
$ 2,500.00 

Depósito bancario desde un banco 
de Madrid 

No cuenta con ningún medio 
probatorio. (Recibo o estado de 
cuenta del banco) 

 
03-2013 

 
S/. 2,000.00 

Pago directo en efectivo abonado a 
la secretaria del Estudio donde 
trabajaba el abogado. 

No cuenta con ningún medio 
probatorio de la entrega de ese 
dinero. 

 
06-2014 

 
S/. 4,000.00 

Pago directo en efectivo abonado a 
la secretaria del Estudio donde 
trabajaba el abogado. 

No cuenta con ningún medio 
probatorio de la entrega de ese 
dinero. 

 

Durante el procedimiento también afirma que, a pesar de lo que manifiesta el 

enunciado, ella considera que sí calificaba como consumidora, ya que el 

abogado Heredia le habría brindado sus servicios en el mencionado proceso de 

divorcio a cambio de una compensación económica. Además, señaló que si bien 

fue magistrada en algún momento, se había jubilado hacía más de doce años, a 

pesar de que figuraba en el Colegio de Abogados de Lima por los beneficios que 

implica su colegiatura, por lo que según ella podría concluirse que si habría 

asimetría informativa. 

Si bien durante el procedimiento vuelve a reiterar los argumentos expuestos en 

otros escritos, también afirma que los servicios profesionales prestados por el 

denunciado no fueron a título gratuito, ya que se contactó desde España con el 

abogado Nelson Ramírez Jiménez, quien era socio fundador del Estudio Muñiz; 

y que éste delegó al abogado Heredia su caso de juicio de divorcio, teniendo en 

cuenta su experiencia en temas relacionados a derecho de familia en el dicho 

Estudio. Señaló que este último aceptó hacerse cargo del caso y le requirió 

poderes por escritura pública, para cuyo efecto le remite el modelo de poder de 

representación al que debía ajustarse para que él le representara en el proceso 

judicial de divorcio. Afirmó también, que en caso de que los servicios del 

denunciado fueran a título gratuito, él tenía la responsabilidad de proporcionarle 

el recibo correspondiente como prueba de pago, según dispone el artículo 6° de 

la Resolución de Superintendencia N° 007-99/SUNAT. Además, es relevante 

mencionar que según su testimonio, la secretaria que la asistía recibió en varias 

ocasiones los pagos de honorarios que la denunciante realizaba al abogado 

Heredia por sus servicios.  
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Durante el procedimiento, la señora Gayoso Benavides interpuso un recurso de 

apelación en el que reiteró varios de los fundamentos de su denuncia. En este 

recurso, destacó que el abogado Heredia Tamayo sustentó la defensa en el 

proceso de divorcio sosteniendo que la demanda de divorcio se interpuso antes 

de que venciesen la separación por dos años de. También cuestionó cómo 

fundamentó el denunciado la contestación a la apelación en dicho proceso 

judicial, ya que él insistió en la inexistencia del elemento temporal en lugar de 

contradecir el presunto abandono en que ella habría incurrido. Asimismo, 

mencionó que el abogado Heredia Tamayo no presentó en el mencionado 

proceso judicial los documentos que ella le había entregado respecto a los 

tratamientos médicos, además de que su permanencia en España se estableció 

y se acordó con su ex cónyuge, y de que no perdió la comunicación diaria con 

ninguno de sus hijos. También señaló que el abogado Heredia Tamayo no 

interpuso ningún escrito a la Sala Especializada en Familia sosteniendo que su 

excónyuge había cambiado su estado civil con el propósito de vender una 

propiedad sin su consentimiento, como se demostraría en el contrato de compra 

y venta. Asimismo, la denunciante menciona que el denunciado no respondió a 

la carta notarial fechada el 21 de diciembre de 2015; por ello, el 12 de enero de 

2016 remitió una segunda carta notarial. Finalmente, argumentó que la 

resolución de la Comisión trasgredió sus derechos al debido procedimiento y 

debida motivación de los actos administrativos. 

c.2) Señor Jaime Alejandro Heredia Tamayo 
El abogado Heredia Tamayo argumentó que no podría haber infringido el Código 

de Protección del Consumidor, ya que en ningún momento se estableció una 

relación de consumo, lo cual es fundamental para determinar la existencia de un 

caso de protección al consumidor. 

También destacó que la denunciante, al ser abogada y exmagistrada del Poder 

Judicial, no se encontraba en una posición de asimetría informativa (figura 

necesaria para acreditar la relación de consumidora), por lo que consideraba que 

dicha denuncia debía ser declarada improcedente. Asimismo, afirmó que asumió 

la defensa legal de la señora Gayoso como un favor solicitado por un tercero (el 

señor Nelson Ramírez, amigo de la denunciante y, en esas fechas, socio 

principal del estudio en el que laborada), por lo cual no existió una relación de 
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consumo con la señora Gayoso, ya que dicha defensa fue realizada de manera 

gratuita a modo de un favor a su jefe. Además, señaló que la denunciante no 

presentó ningún tipo de pruebas que respaldaran que hubiera realizado algún 

pago. 

El abogado Heredia Tamayo también mencionó que informó oportunamente a la 

señora Gayoso que, durante el proceso de demanda de divorcio, después de la 

vista de la causa, ya no era necesario presentar ningún tipo de documentos, ya 

que el hecho de que el exesposo de la denunciante vendiera un inmueble no 

tendría repercusión en el proceso. Además, indicó que en el contenido de la 

apelación que realizó se mantuvo dentro de la misma línea argumentativa 

planificada como parte de la defensa del caso, que el escrito de descargos, 

basándose en que no se tuvo en cuenta el elemento temporal para que se 

aceptara la demanda. Asimismo, destacó que su labor como abogado no fue 

cuestionada por la denunciante hasta mucho después de todo el proceso (21 de 

diciembre de 2015). 

Respecto a la acusación sobre la falta de comunicación por parte del abogado 

Heredia Tamayo, él indicó que la denunciante al inicio le informó que ya había 

descargado desde el 10 de setiembre de 2015 la sentencia de vista, en la página 

web del poder judicial, y que, una vez notificada dicha sentencia (16 de 

septiembre), sostuvo una reunión en el domicilio de la denunciante con la 

finalidad de examinar el fallo y considerar la posibilidad de interponer un recurso 

de casación, el cual es considerado como un recurso excepcional. Sin embargo, 

no interpuso dicho recurso debido a que, al revisar la sentencia de segunda 

instancia, observó que la denunciante señora Gayoso había permanecido en el 

Perú solo por espacio de diez meses por lo que se confirmaba la causal de 

separación de hecho (ausencia que supera los dos años), además de que este 

recurso no cumplía con los requisitos del código procesal civil para ser 

presentado. 

Por otro lado, el abogado Heredia informó que en cuanto recibió la primera carta 

notarial, se acerca el 22 de diciembre al domicilio de la señora Gayoso 

sorprendido por las acusaciones, fecha en el que le hace entrega de los 

documentos que se obraba en su poder. 
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El señor Heredia Tamayo ofrece a la Comisión como pruebas las copias de 

correos electrónicos remitidos a la señora Gayoso Benavides, una copia de la 

constancia de abogada habilitada de la denunciante fechada el 3 de octubre de 

2013. 

Durante el procedimiento, el abogado Heredia Tamayo contestó a la apelación 

presentada por la denunciante, en la que se adhirió a dicho recurso de apelación 

En los puntos de la resolución impugnada donde se dictaminó que la denuncia 

en su contra tenía mérito. En esa respuesta, argumentó que no existía relación 

de consumo con la señora Gayoso, ya que esta última no había acreditado los 

supuestos pagos que habría realizado por la prestación de sus servicios. 

Además, señaló que existió parcialidad a favor de la denunciante, ya que durante 

la presentación oral, la Comisión siguió escuchando las explicaciones de la 

denunciante, sin la presencia de la parte acusada. 

El señor Heredia Tamayo también declaró que la Comisión debería haber 

comprobado si se cumplían los requisitos para establecer una relación de 

consumo. Propuso que se solicitara a las partes los documentos que 

demostraran directamente esa relación o que la Comisión obtuviera esa 

información por su cuenta, en el ejercicio de las funciones que la ley le asigna, 

lo cual no se había hecho. 

Por otra parte, el abogado Heredia Tamayo admitió que hizo un uso indebido y 

no autorizado de los recursos del Estudio Muñiz, incluyendo la casilla procesal, 

el correo electrónico asignado por la firma y el sello con el logotipo del estudio. 

Sin embargo, afirmó que esto no ocasionó costos que representaran una pérdida 

económica significativa para el estudio ni demostraba su participación en la 

prestación del servicio, ni que hubiera recibido algún pago por la asistencia 

gratuita que ofreció a la denunciante. También explicó que tanto él como los otros 

abogados que pertenecían al estudio proporcionaban sus servicios mediante 

contratos de locación de servicios, dentro del ejercicio conjunto de la profesión 

legal, lo que no implicaba que estuviera empleado permanentemente o como 

personal del Estudio. 

Además, el abogado Heredia Tamayo comunicó de manera oportuna a la 

denunciante sobre la revocación de la sentencia de primera instancia en una 
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reunión donde discutieron las opciones para presentar un posible recurso de 

casación, el cual finalmente no se presentó por acuerdo mutuo con la señora 

Gayoso Benavides. También afirmó nuevamente que no formuló recurso de 

casación en el proceso de divorcio debido a que consideraba que las 

posibilidades de obtener un veredicto favorable eran insignificantes. 

El abogado Heredia Tamayo proporcionó evidencia que mostraba que había 

delegado la representación legal a otros abogados como parte de la asistencia 

personal que brindaba a la señora Gayoso. Además, afirmó que no tenía 

repercusión en el proceso de divorcio el hecho de que el ex cónyuge de la 

denunciante haya transferido la propiedad con un estado civil que no era el 

adecuado. Además, indicó que había contestado la carta notarial del 21 de 

diciembre de 2015 y que aún no se había cumplido el plazo establecido por el 

Código del Consumidor para responder a la carta notarial del 12 de enero de 

2016, por lo que en este aspecto, la denunciante carecía de base para actuar. 

En términos generales, el abogado Heredia adujo que no se comprobó la 

existencia de una relación de consumo, en primer lugar porque su trabajo fue 

realizado como un favor, no cobró nada y no tenía la intención de generar algún 

tipo de beneficio económico o profesional por la representación “gratuita” a la 

señora Gayoso ya que él no se desempeña en la rama del derecho familiar. 
 

c.3) Estudio Muñiz Sociedad Civil de Responsabilidad Limitada 
El Estudio Muñiz argumentó que no patrocinaron a la denunciante en el proceso 

judicial de divorcio en primer lugar porque ellos no brindan asesoría jurídica en 

procesos judiciales de esa materia (familiar), sino que se dedican principalmente 

a causas de naturaleza patrimonial y/o empresarial. 

También argumentó que no había legitimidad para proceder en este caso, ya que 

no podía ser considerado responsable por la asistencia gratuita proporcionada 

en un contexto personal por uno de sus empleados temporales, a solicitud 

personal de uno de los socios, quien mantenía una relación de amistad con la 

denunciante. 

Así pues, cuando el Estudio Muñiz compareció ante el presente procedimiento y 

presentó sus argumentos destaca que, según el principio de Causalidad 
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regulado en la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General 

(LPAG), la responsabilidad administrativa debe recaer en quien realizó la 

conducta infractora. Asimismo, argumentó que, como consecuencia de la 

aplicación del principio de Culpabilidad, para sancionar a un administrado debe 

haberse determinado previamente que este actuó con dolo o culpa. 

El Estudio Muñiz también señaló que las reglas de la responsabilidad civil 

extracontractual no pueden aplicarse en el ámbito administrativo, por lo que no 

es posible aplicar la responsabilidad vicaria a los estudios de abogados ya que 

la relación que existe entre estos últimos y los abogados no es de dependencia, 

sino de locación de servicios. Además, como ya se mencionó, afirmó que no 

patrocinaron a la denunciante en el proceso judicial de divorcio ya que no brindan 

con regularidad asesoría jurídica en procesos judiciales de esa materia, sino que 

se dedican principalmente a causas de naturaleza patrimonial. 

Asimismo, el Estudio Muñiz argumentó que la denunciante no presentó pruebas 

que acreditaran el contrato de sus servicios como persona jurídica, por lo que no 

se había probado la existencia de una relación de consumo entre el estudio y 

ella. 

El Estudio también planteó que el hecho de que otro de sus socios haya sido 

incluido en el poder de representación otorgado por la señora Gayoso no implica 

que el Estudio haya representado a la denunciante en el proceso de divorcio, ya 

que esto podría haber ocurrido por diversas razones. Además, argumentaron 

que el sello utilizado por el señor Heredia Tamayo en la firma de la contestación 

de la demanda de divorcio no implica una vinculación del Estudio Muñiz, ya que 

dicho sello es de uso personal. Asimismo destacaron que los recursos y 

herramientas pertenecientes al Estudio están disponibles para todos sus 

miembros sin restricción (lo cual incluye al personal administrativo), 

independientemente de que se trate de asistentes, abogados o practicantes ya 

que tales usos no genera un perjuicio o merma económica para el estudio, así 

pues, el uso del correo o de la firma con el logo del estudio, está fuera de su 

control personal ya que los trabajadores pueden utilizarlo para fines particulares, 

debido a que son las direcciones que más utilizan o revisan al ser primordiales 

en el trabajo. Esto incluye también la firma de los correos que por “default” se 

envía con el logo del Estudio. 
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El Estudio también argumenta que si la denunciante hubiera sido representada 

por el Estudio, el señor Heredia Tamayo habría registrado su dirección real como 

la del Estudio, como es habitual en los casos en que el Estudio proporciona 

representación legal. Sin embargo, esto no sucedió. 

El Estudio Muñiz presentó como medios probatorios las constancias del gerente 

general del estudio que indicaban que la denunciante no había sido cliente del 

estudio, así como copias de escritos presentados por encargo de clientes reales 

del estudio donde se evidenciaba que el domicilio real fijado era siempre del 

estudio. 

En el transcurso del procedimiento, el Estudio Muñiz presentó un documento que 

incluía la declaración jurada del abogado Nelson Ramírez Jiménez (socio 

fundador), donde indicaba que había pedido la asistencia del señor Heredia 

Tamayo para redactar los escritos necesarios en el proceso de divorcio de su 

conocida, la señora Gayoso Benavides. 

Asimismo, el Estudio Muñiz pidió la recusación del comisionado Arturo Ernesto 

José Seminario Dapello. Justificó dicho pedido en que uno de sus socios 

fundadores (el abogado Jorge Muñiz Ziches) mantuvo, en cierto momento, una 

relación conyugal con la prima hermana del comisionado en mención. 

Al día siguiente, el Estudio Muñiz formuló recurso de apelación contra lo resuelto 

por la Comisión. En este recurso, el Estudio Muñiz señaló que la resolución 

impugnada incurría en nulidad debido a que antes de su notificación había 

solicitado la abstención de uno de los comisionados; sin embargo, este último 

fue uno de los que suscribió el acto administrativo materia de apelación. 

Asimismo argumentó que la nulidad del proceso se basaría en la presunta 

violación de los principios de imparcialidad y debido proceso, ya que durante la 

audiencia de informe oral, la denunciante habría expuesto sus argumentos ante 

la Comisión durante más de dos minutos sin que estuviera presente la parte 

denunciada. También insistió en la inexistencia de una relación de consumo con 

la señora Gayoso Benavides ya que dicha relación no se encontraba acreditada 

con medio probatorio alguno, además de las declaraciones de los señores 

Ramírez Jiménez y Heredia Tamayo. En este sentido, la Comisión aplicó 

erráticamente el principio de Primacía de la Realidad, la Prueba Indiciaria y la 
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Teoría de la Apariencia. Aunque reconoce que el abogado Heredia Tamayo hizo 

un uso indebido y no autorizado de sus recursos, este hecho no podía 

considerarse como evidencia suficiente para demostrar la existencia de una 

relación de consumo con la denunciante. También señaló que el respaldo 

brindado de buena fe hacia las acciones legales emprendidas por el abogado 

Heredia Tamayo no podía interpretarse como que esas acciones fueron 

realizadas en nombre del Estudio o que la denunciante fuera cliente del mismo. 

Además, argumentó que no tenía la capacidad de verificar de antemano la 

autorización para que el señor Heredia Tamayo y otros miembros del Estudio 

actuaran en representación de la denunciante, ya que esta fue una acción 

realizada por su coacusado de forma individual.  

Además, reafirma que el señor Heredia Tamayo no era un empleado permanente 

del Estudio, sino que proporcionaba sus servicios para casos específicos y 

determinados según los contratos firmados y asignados por el Estudio, sin que 

existiera una relación de subordinación o supervisión directa. Por lo tanto, no 

podía asumir responsabilidad por la actuación del señor Herrera Tamayo ya que 

este último no era un trabajador permanente y dependiente. 

Finalmente, el Estudio Muñiz señaló que la Comisión debía haber asegurado la 

presencia inequívoca de los elementos necesarios para establecer una relación 

de consumo. Para tal efecto, debería haber solicitado a las partes la presentación 

de documentos que demostraran directamente la existencia de los elementos de 

esa relación. O, en su defecto, debería haber obtenido esa información por 

iniciativa propia, dentro del marco de las funciones que la ley le asigna, lo cual 

no sucedió. 

En resumen, las partes implicadas en el caso son la señora Angélica Jeaneth 

Gayoso Benavides, el abogado Jaime Alejandro Heredia Tamayo y el Estudio 

Muñiz Sociedad Civil De Responsabilidad Limitada. 

 

D. TRÁMITE PROCEDIMENTAL Y LÍNEA TEMPORAL: 
 

28 de enero de 2016: El caso comenzó cuando la señora Gayoso Benavides 

presentó una denuncia ante el INDECOPI, inicialmente ante el Órgano 
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Resolutivo de Procedimientos Sumarísimos de Protección al Consumidor N° 3 

(ORPS) de la Sede Central del INDECOPI, acusando al señor Jaime Alejandro 

Heredia Tamayo por violación de sus derechos como consumidora. 

24 de febrero de 2016: En atención a su denuncia, el ORPS entre otras cosas, 

le REQUIERE que precise los montos pagados al abogado y que adjunte los 

medios probatorios que acrediten los envíos de dinero. 

11 de marzo de 2016: La señora Gayoso responde al requerimiento detallando 

los siguientes pagos: 

FECHA DE 
PAGO 

MONTO PAGADO MEDIO DE PAGO 

10-2011 $ 2,500.00 Transferencia bancaria desde un banco de Madrid 
03-2013 S/. 2,000.00 Pago en efectivo entregado a la secretaria del Estudio donde 

trabajaba el abogado. 
06-2014 S/. 4,000.00 Pago en efectivo entregado a la secretaria del Estudio donde 

trabajaba el abogado. 

 

Sin embargo, menciona también que no cuenta con ningún medio probatorio que 

acredite dichos pagos ya que uno de ellos se quedó en Madrid y por otro lado, 

nunca recibió un recibo de pago. 

29 de abril de 2016: El ORPS remite el caso a la Comisión de Protección al 

Consumidor N° 2, dado que según la señora Gayoso, el valor de los gastos 

incurridos asciende a S/.14,000.00 (Catorce mil y 00/100 Soles), cantidad que 

supera las 3 UIT reservadas para el procedimiento sumarísimo. 

30 de junio de 2016: Con la Resolución N° 1137-2016/CC2, la Comisión de 

Protección al Consumidor N° 2 del INDECOPI aceptó la denuncia presentada 

por la señora Gayoso Benavides. Tras declarar prescrita una parte de la lista de 

infracciones, formuló cargos contra el señor Heredia Tamayo por supuestas 

violaciones al deber de idoneidad, al deber de información y por no haber 

atendido los reclamos formulados por la denunciante.2 

18 de Julio de 2016: El abogado Heredia Tamayo presentó su defensa 

considerando que la denuncia debía ser declarada improcedente. 

                                                           
2 Artículo N° 1 b), N° 2, N° 18 y N° 19 del Código de Protección al Consumidor Ley N° 

29751. 
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13 de febrero de 2017: El informe oral se realizó con la asistencia de ambas 

partes. 

9 de marzo de 2017: La Comisión de Protección al Consumidor N° 2 del 

INDECOPI decidió, mediante la Resolución N° 414-2017/CC2, incluir de oficio 

al Estudio Muñiz Sociedad Civil de Responsabilidad Limitada en el presente 

procedimiento administrativo. 

19 de abril de 2017: El Estudio Muñiz compareció al presente procedimiento y 

presentó sus argumentos. 

3 de mayo de 2017: El Estudio Muñiz presenta una declaración jurada de parte 

del abogado Néstor Ramírez en la cual afirma lo argumentado por el abogado 

Heredia. 

4 de mayo de 2017: La señora Gayoso presentó un escrito en el que absolvía 

los descargos del Estudio Muñiz. Mencionó que se había puesto en contacto con 

el abogado Nelson Ramírez Jiménez desde España. 

29 de agosto de 2017: Se emite la Resolución Final N° 1458-2017/CC2 en la 

cual se dictamina que la denuncia presentada por la señora Angélica Gayoso 

contra el Señor Heredia y el Estudio Muñiz es válida, ya que se encontraron 

culpables de violar el artículo 1-b) y 2 de la Ley N° 29571; También se resuelve 

declarar infundada la denuncia presentada por la señora Gayoso contra los 

denunciados por supuesta violación del artículo N° 18 y N°19 de la Ley N° 29751. 

Esto se refiere al hecho de no haber interpuesto el recurso de Casación dentro 

del plazo establecido por ley, lo que resultó en la inscripción del divorcio de la 

señora Gayoso en la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos 

(SUNARP) y en el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC); 

Además, se declara improcedente la denuncia presentada por la Señora Gayoso 

contra los denunciados por presunta violación del artículo N° 24 de la Ley N° 

29571, en relación con la falta de respuesta a las cartas notariales fechadas el 

21 de diciembre de 2015 y el 12 de enero de 2016. En consecuencia, se impone 

a ambas partes una multa equivalente a cinco (05) Unidades Impositivas 

Tributarias.  
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27 de septiembre de 2017: La señora Gayoso interpone recurso de apelación 

en contra de la Resolución Final N° 1458-2017/CC2 a fin de que la Sala 

correspondiente revoque en todos los extremos referidos que perjudican a la 

denunciante según sus argumentos, y los declare fundados. 

28 de septiembre de 2017: El Estudio Muñiz presentó un recurso de apelación 

contra la decisión tomada por la Comisión y solicitó que el expediente sea 

remitido y elevado a la Sala Especializada en Protección al Consumidor del 

tribunal de INDECOPI, a fin de que esta en su oportunidad se sirva a tener en 

cuenta lo que expuso y revoque la Resolución Final N° 1458-2017/CC2 en los 

extremos declarados fundados y procedentes por la Comisión, declarándolo 

infundado y/o nulos en su oportunidad. 

5 de octubre de 2017: El abogado Heredia Tamayo formuló recurso de 

apelación en los extremos que les fueron desfavorables. En dicho recurso reiteró 

los fundamentos de sus descargos. 

 9 de octubre de 2017: La Secretaría Técnica de la Comisión rechazó el recurso 

de apelación del abogado Heredia porque fue presentado fuera del plazo 

establecido. 

20 de octubre de 2017: La Comisión de Protección al Consumidor N° 2 le remite 

el Expediente N° 520-20157/CC2 a la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor debido al recurso de apelación presentado por la señora Gayoso y 

el Estudio Muñiz. 

21 de noviembre de 2017: El abogado Heredia solicita la adhesión al 

procedimiento ante la Sala Especializada de Protección al Consumidor y 

presenta sus argumentos en relación con la Resolución final de la Comisión. 

Solicita que la Sala considere sus argumentos de defensa y le otorgue una 

audiencia de informe oral. Además, señala que hubo parcialidad a favor de la 

denunciante, ya que durante el informe oral, la Comisión continuó recibiendo los 

descargos de la denunciante en ausencia de la contraparte. 

22 de noviembre de 2017: La señora Gayoso presenta su escrito ante la Sala, 

argumentando por qué se debe declarar fundado los extremos que no la 

favorecían en la Resolución Final de la Comisión. 
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21 de marzo de 2018: Con la Resolución N° 0596-2018/SPC-INDECOPI, la 

Sala Especializada en Protección al Consumidor, por mayoría, aceptó la 

adhesión del abogado Heredia Tamayo a la apelación de la señora Gayoso 

contra la resolución final de la Comisión, específicamente en lo referente a su 

supuesto incumplimiento de informar a la denunciante sobre la revocación de la 

sentencia emitida por la Primera Sala Especializada de Familia, así como la 

sanción solidaria impuesta de 5 UIT. 

En la mencionada resolución, se incluye un voto en discordia emitido por el señor 

vocal Javier Eduardo Raymundo Villa García Vargas, relacionado con el 

tratamiento del escrito presentado por el abogado Heredia el 21 de noviembre 

de 2017 como una adhesión a la apelación. Este voto se basa, en resumen, en 

el siguiente argumento: El artículo N° 220 del D.S. 006-2017-JUS, T.U.O de la 

Ley N° 27444, establece que una vez que los plazos para interponer los recursos 

administrativos han vencido, se perderá el derecho a presentarlos, y el acto 

administrativo se considerará firme3. Esto significa que el acto administrativo se 

vuelve firme cuando ha transcurrido el plazo para impugnarlo y no se ha 

presentado ningún recurso en contra. Además, si un acto administrativo aborda 

varios aspectos y solo uno de ellos es impugnado, los otros aspectos no 

impugnados también se considerarán firmes. Este dispositivo indica que una vez 

que ha pasado el plazo para impugnar un acto o resolución administrativa, se 

pierde el derecho para cuestionarlo posteriormente. 

5 de abril de 2018:  La denunciante Gayoso Benavides solicitó la anulación de 

esa resolución. Argumentó que el sello de recepción del escrito indicaba que este 

fue presentado el 23 de noviembre de 2017, a pesar de que había recibido el 

Proveído N° 1 el 15 de noviembre de 2017. Es decir, presentó su adhesión 

después del plazo de cinco días. Por consiguiente, no se habrían cumplido los 

requisitos para admitir la adhesión según lo señalado en el voto en discordia. 

18 de abril de 2018: Debido a que se produce un empate en la votación de la 

Resolución N° 822-2018/SPC-INDECOPI44, el presidente de la Sala 

                                                           
3 Artículo 220.- Acto firme: Una vez vencidos los plazos para interponer los recursos 

administrativos se perderá el derecho a articularlos quedando firme el acto. 
4 Al no haber apelado la señora Gayoso la resolución de la Comisión en el extremo que declaró 
infundada la denuncia contra el Estudio Muñiz por no haber respondido la carta notarial del 21 
de diciembre de 2015, dicho extremo quedó consentido. 
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Especializada de Protección al Consumidor ejerce su voto dirimente. La 

resolución adopta el sentido del voto de los vocales Javier Eduardo Raymundo 

Villa García y Roxana María Irma Barrantes Cáceres, y en ella se resuelve lo 

siguiente: 

Revocar la resolución apelada en lo que respecta a la declaración de fundada 

de la denuncia presentada contra el Estudio Muñiz por supuestas infracciones 

a los artículos N° 1 literal b) y N° 2, y en consecuencia, declararla 
improcedente. Se determina que no existe una relación de consumo entre 
las partes (Señora Gayoso y Estudio Muñiz), ya que no se evidenció una 

apariencia de que el Estudio Muñiz actuara como su representante. 

Revocar la resolución apelada en el extremo que declaró infundada la denuncia 

interpuesta contra el Estudio Muñiz por infracción de los artículos N° 18 y N° 
19 del Código del Consumidor; y, en consecuencia, se declara la 

improcedencia de la misma, dado que no se ha establecido una relación de 
consumo entre las partes (Señora Gayoso y Estudio Muñiz), ya que no se 

ha evidenciado una apariencia de que el Estudio Muñiz actuara como su 

representante. 

Confirmar la resolución apelada en lo referido a la declaración fundada de la 

denuncia contra el señor Heredia Tamayo por presunta infracción de los 

artículos N° 1° literal b) y N° 2° del Código del Consumidor debido a que se ha 

demostrado que no cumplió con informar a la denunciante sobre la sentencia 

emitida por la Primera Sala Especializada de Familia. 

Revocar la resolución apelada que declaró infundada la denuncia contra el señor 

Heredia Tamayo por presunta infracción de los artículos N° 18° y N° 19° del 
Código del Consumidor y en consecuencia declarar FUNDADA dado que se 

ha comprobado que el abogado no llevó a cabo las gestiones pertinentes con la 

denunciante para la eventual presentación de un recurso de casación dentro del 

plazo establecido por la ley. 

Confirmar la resolución apelada que desestimó la denuncia contra el señor 

Heredia Tamayo por presunta violación de los artículos N° 18° y N° 19° del 

Código del Consumidor, ya que no se encontró evidencia de negligencia por 

parte del abogado Heredia Tamayo al no refutar todos los argumentos 
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presentados en el recurso de apelación por el ex cónyuge de la denunciante ni 

estar obligado a presentar algún documento adicional. 

Revocar la decisión apelada que desestimó la denuncia presentada contra el 

señor Heredia Tamayo por supuesta infracción del artículo N° 24° del Código del 

Consumidor; por ende, determinar que la denuncia es válida (debido al 

incumplimiento de responder dentro del plazo legal a la carta notarial fechada el 

21 de diciembre de 2015 enviada por la denunciante). 

Confirmar decisión apelada que desestimó la denuncia contra el abogado 

Heredia Tamayo y el Estudio Muñiz por presunta violación del artículo N° 24° del 

Código del Consumidor, basándose en la falta de interés procesal por parte de 

la denunciante, ya que en el momento de presentar la denuncia, el denunciado 

aún estaba dentro del plazo legal para responder a la Carta Notarial del 12 de 

enero de 2016. 

Imponer las siguientes multas al señor Heredia Tamayo: 3 UIT por no comunicar 

la revocación de la sentencia de primera instancia; 3 UIT por no presentar el 

recurso de casación correspondiente; y 1 UIT por no atender el reclamo 

formulado por la denunciante mediante carta notarial fechada el 21 de diciembre 

de 2015. 

Con la resolución final de la Sala concluyó el presente procedimiento y se produjo 

el agotamiento de la vía administrativa. 
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CAPÍTULO II. MARCO TEÓRICO Y LEGAL DE LA PROTECCIÓN AL 
CONSUMIDOR. 

Ahora bien, con el fin de abordar los diferentes puntos de controversia del 

presente informe, es necesario tener en cuenta cuál es el papel que desempeña 

el derecho de protección al consumidor en nuestra legislación, para tal efecto, 

se abordarán los siguientes puntos: 

 

2.1 BASE CONSTITUCIONAL DEL DERECHO A LA PROTECCIÓN DEL 
CONSUMIDOR. 

Antes de empezar el análisis de las normas específicas, es imprescindible tener 

en cuenta el origen de la creación de dichas normas. Así pues, el artículo 65 de 

nuestra Constitución dispone la obligación del Estado de desarrollar un rol tuitivo 

del Estado respecto a los consumidores. Dicho rol tiene lugar en las diferentes 

transacciones que se producen en un mercado, el cual según nuestra norma 

principal debe regirse según los principios de un sistema de Economía Social de 

Mercado, según su artículo 58°. 

Así pues, en el libro “Economía Social de Mercado, Medio Ambiente y 

Responsabilidad Social Empresarial” (2008)5, del economista y abogado Molina, 

explica que la economía social de mercado en el Perú se refiere a un sistema 

económico que combina elementos de una economía de mercado con políticas 

sociales para garantizar el bienestar de los ciudadanos. Según la Constitución 

peruana vigente. Menciona también que este concepto implica que si bien existe 

un mercado libre, también se permite la intervención estatal para proteger y 

resguardar los derechos de los consumidores y fomentar la equidad social. 

En resumen, en nuestro país se consideran dos elementos importantes: la 

libertad de funcionamiento del mercado ya que es el mercado quién asigna los 

recursos, y actúan libremente; y el bienestar general de los ciudadanos. Por lo 

tanto, la segunda tarea, al no poder ser asignable solo al sector privado, nace la 

necesidad de que el Estado intervenga para que genere el equilibrio y por 

                                                           
5 Gallegos Molina, L. (2008). Economía Social de Mercado, Medio Ambiente y 
Responsabilidad Social Empresarial. 
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supuesto, garantice el buen funcionamiento del mercado como agente 

subyacente. 

Esta intervención también queda delimitada de acuerdo con el artículo 60° de 

nuestra Constitución por el principio de Subsidiaridad. Ello quiere decir que solo 

el Estado, subsidiariamente, puede realizar actividad empresarial, siempre y 

cuando se manifieste en un gran interés público. Según autores como Felice en 

su libro "Economía Social de Mercado”6, puede darse en primer lugar cuando 

haya una ley expresa autoritativa; segundo lugar, oferta privada insuficiente o 

inexistente; tercero, cuando esté involucrado un alto interés público o sea de 

evidente conveniencia nacional. 

Así pues, según autores como Rodríguez Cairo, en su trabajo "Principio de 

subsidiariedad económica del Estado en la Constitución Política del Perú"7,  

cuando se habla del principio de subsidiaridad, nos damos cuenta que se le quita 

protagonismo del estado como empresario, pero se le aumenta diferentes roles 

como el de fiscalizador, promotor, regulador y resolutor de conflictos; es decir, 

mayor protagonismo para efectuar control. Por ejemplo, garantiza los principios 

del modelo económico cumpliendo los siguientes roles: 

2.1.1 Estado Regulador: Ya que fundamentalmente actúa “EX ANTE”, es 

decir, actúa de manera proactiva o anticipada en ciertos aspectos del 

mercado, como el de fijador de precio, pues el Estado puede 

establecer precios mínimos y máximos para garantizar la protección 

de los consumidores y evitar la explotación; puede supervisar la 

calidad pues el Estado establece normas y regulaciones para 

garantizar la buena calidad de los productos y servicios disponibles en 

el mercado; y revisar los temas de cobertura, ya que el Estado puede 

garantizar la cobertura de los servicios esenciales, como energía y 

agua, a través de entidades reguladoras que cuentan son sus propias 

funcione, como OSINERGIM, OSITRAN, SUNASS y OSIPTEL. 

                                                           
6 Flavio Felice. En su libro "Economía Social de Mercado" insertar norma y poner bibliografía. 
Felice, F. (s.f.). Economía Social de Mercado. Recuperado el 24 de enero de 2024, de 
https://www.academia.edu/37294747/Econom%C3%ADa_Social_de_Mercado_Medios_Ambi
ente_y_Responsabilidad_Social_Empresarial. 
7 Rodríguez Cairo, V. (s.f.). Principio de subsidiariedad económica del Estado en la Constitución 

Política del Perú. 
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2.1.2 Estado como Agencia de Competencia: En este caso, el Estado 

interviene en el mercado con el objetivo de garantizar la libre 

competencia, la cual debe ser libre y leal según el artículo 58 de 

nuestra constitución peruana. La competencia debe ser libre mientras 

mayor, mejor; y debe ser leal y transparente. Es decir, en este caso se 

sancionan las competencias anticompetitivas y los actos desleales. La 

libre competencia es aquella que se desarrolla sin restricciones y sin 

la intervención de terceros, mientras que la competencia leal se refiere 

a la competencia que se desarrolla de manera transparente y sin 

prácticas desleales. 

2.1.3 Estado como Defensor  del  Consumidor: El Estado, en su rol de 

defensor del consumidor, cómo se mencionó, actúa en virtud del artículo 65 

de nuestra Constitución, ejerciendo una intervención “EX POST”, es decir, de 

forma posterior para aplicar sanciones por perjuicios sufridos por los 

consumidores. La entidad que tiene la competencia principal en el ámbito 

nacional para conocer las posibles infracciones y aplicar sanciones 

relacionadas al tema es el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia 

y de la Protección de la Propiedad Intelectual (INDECOPI), esto se establece 

en el artículo N° 105 del Código de Protección y Defensa del Consumidor del 

Consumidor, Ley N° 29571, conforme al Decreto Legislativo Nº 1033, Ley de 

Organización y Funciones del INDECOPI. Como se menciona en la norma, 

dicha competencia o potestad solo puede ser denegada cuando esta haya 

sido asignada o se asigne a favor de otro organismo por norma expresa con 

rango de ley, como podría ser OSIPTEL en el caso de telecomunicaciones o 

SUNASS en temas de salud. En ausencia de una norma que disponga lo 

contrario, el INDECOPI es competente incluso en asuntos relacionados con 

abogados. 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta lo explicado, se tiene claro que el Estado protege 

los derechos e intereses de los consumidores y usuarios ya que hay un mandato 

de tutela y defensa de los consumidores, sin embargo, este mandato solo tiene 

sentido si se considera la premisa de que el consumidor se halla en una situación 

de desventaja debido a la falta de experiencia sobre el producto que consume. 
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Si por ejemplo la situación fuera paritaria o igual, no tendría razón de existir o de 

ser dicha protección especial, pero en este caso el consumidor se halla en una 

posición de desventaja por la limitación de conocimiento y experticia sobre el 

producto que consume y se explicará en el siguiente punto. 

2.2 LA ASIMETRÍA INFORMATIVA Y SU RELEVANCIA JURÍDICA: 
 

Según el abogado Morales Acosta “la Asimetría Informativa es una característica 

intrínseca a cualquier transacción económica (e incluso a otros aspectos 

sociales), en tanto que siempre en un intercambio de bienes y servicios habrá un 

actor mejor informado que otro. En efecto, dicho actor suele tener mayor y mejor 

información sobre los productos y servicios que coloca en el mercado, lo que 

genera que ciertas prácticas puedan distorsionar excepcionalmente el buen 

funcionamiento del mismo. En términos económicos, la Asimetría informativa 

genera costos de transacción en el mercado, los cuales deben ser entendidos 

como aquéllos en los que las partes deben incurrir para llegar a celebrar un 

contrato que satisfaga lo mejor posible sus intereses, tendiendo así a maximizar 

la utilidad social”.8  

En otras palabras, la misma información que maneja el proveedor no es la misma 

que obtiene el comprador (no existe, es algo irreal) porque una de las partes 

tiene mejor acceso a dicha información; así pues, el consumidor se halla un una 

situación de desventaja frente al vendedor o proveedor. Es por la existencia de 

esta desigualdad que se justifica una protección especial para el consumidor y 

no se opta por la defensa típica contractual como los casos civiles o de 

responsabilidad civil. 

Ahora bien, teniendo en cuenta esta premisa, como ya se mencionó, el Código 

de Protección y Defensa del Consumidor en el Perú es aquella legislación que 

busca resguardar los derechos de los consumidores en el ámbito de las 

transacciones comerciales y de los servicios. Este código establece un marco 

regulatorio para la interacción entre consumidores y proveedores, e implementa 

                                                           
8 Morales Acosta, Alonso. Asimetría Informativa. En: Http://www.teleley.com/articulos/art_290507.pdf, 

p.5. 
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medidas destinadas a asegurar la equidad y transparencia en dichas 

interacciones. 

Específicamente, el código se aplica en situaciones concretas, como aquellas 

que involucran la violación de las normas de protección al consumidor, y requiere 

la existencia de una relación de consumo entre el consumidor que presenta la 

denuncia y el proveedor denunciado. 

Como se colige, el propósito fundamental de este Código es reducir la asimetría 

informativa a la que se enfrentan los consumidores, previniendo, corrigiendo, o 

eliminando prácticas y conductas que perjudiquen sus intereses legítimos. 

2.3 DEFINICIÓN Y ELEMENTOS DE LA RELACIÓN DE CONSUMO 
 

La relación de consumo según el abogado administrativista Aldana Ramos, 

refiere a la interacción entre un consumidor y un proveedor en el ámbito de la 

adquisición de un producto o el contrato de un servicio. Esta relación se define 

como aquella "mediante la cual un consumidor adquiere un producto o contrata 

un servicio con un proveedor a cambio de una contraprestación”9. La relación de 

consumo se encuentra regulada por el Código de Protección y Defensa del 

Consumidor del Perú en el artículo IV, inciso 5) donde se establece normas para 

proteger y defender los derechos de los consumidores, promoviendo decisiones 

libres e informadas, así como un comportamiento de acuerdo con la buena fe de 

los proveedores y consumidores.10 Además, el Estado busca fomentar una 

cultura y mentalidad de defensa al consumidor, privilegiando la educación, la 

difusión de los derechos del consumidor y las acciones para su protección. 

Asimismo, el código protege a los consumidores que se encuentran en una 

relación de consumo, incluso si no hayan formado parte de dicha relación.11 Por 

lo tanto, el Código del Consumidor es aplicable en los casos donde se haya 

                                                           
9 Edwin Gabriel Aldana Ramos: “Uno, dos, tres… ¡catorce! O sesenta y seis Confianza y noción 

de consumidor final: un caso de comercio electrónico en protección al consumidor.”. Derecho 
y Sociedad, Lima, 2018. 

10 Nataly Herrera Valery,  Gisela Neira Rentera, Eduardo Tassara Corzo: ““PROPUESTA 
PROGRAMÁTICA PARA MEJORAR LA RELACIÓN DE CONSUMO EN EL PERÚ”, Trabajo de 
Investigación presentado para optar al Grado Académico de Magíster en Gestión Pública, 2016. 
11 Articulo III, primer párrafo: “Ámbito de aplicación 1. El presente Código protege al 
consumidor, se encuentre directa o indirectamente expuesto o comprendido por una relación 
de consumo o en una etapa preliminar a ésta.” 
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establecido una relación de consumo, incluso si no existe una contraprestación 

económica formal entre el consumidor y el proveedor, pero deben comprobarse 

los requisitos mencionados en el código. 

Así pues, sin la presencia de esta relación de consumo, teniendo en cuenta 

Literal C, del artículo 108 del Código, una denuncia relacionada al tema 

devendría improcedente. 

Ahora bien, como mencioné anteriormente, el código del consumidor entiende 

como supuesto necesario la existencia de una relación de consumo. Sin 

embargo, no es absoluto, porque el código menciona que protege a los 

consumidores expuestos directa o indirectamente o en etapa preliminar al 

consumo. 

Por ejemplo, un consumidor que es afectado previamente o en una etapa 

preliminar, son aquellos que sufren discriminación porque no les dejaron entrar 

a un restaurante o discoteca por cuestiones raciales; también está el caso de los 

accidentes que los consumidores pueden tener en un centro comercial, por falta 

de avisos de precaución o cuidado en ciertas infraestructuras. 

Por otro lado, según el tercer párrafo de dicho artículo inciso 3, también se 

menciona las relaciones de consumo a título gratuito: 

“Artículo III.- Ámbito de aplicación: 

3. Están también comprendidas en el presente Código las operaciones 

a título gratuito cuando tengan un propósito comercial dirigido a motivar 

o fomentar el consumo.” 

Así pues, en estos casos debe probarse si hubo un propósito comercial para 

establecer si hubo o no una relación de consumo. 

En situaciones donde se presenta un favor gratuito, es necesario determinar si 

existe un propósito comercial para determinar si hay o no una relación de 

consumo. Por ejemplo, en promociones de compra de electrodomésticos donde 

uno de ellos se ofrece de manera gratuita por la compra de otro, y el producto 

gratuito presenta algún defecto, o en degustaciones de comida en centros 

comerciales, se puede considerar la existencia de dicha relación de consumo.  
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En este contexto, se infiere que la realización de un favor no necesariamente 

daría lugar a una futura relación de consumo, a menos que dicho favor implique 

un beneficio posterior, como un descuento o cierta fama entre posibles usuarios 

que conllevarían más ventas o contratos. En tal sentido, es fundamental 

esclarecer la intención detrás del favor, ya que si este conlleva un beneficio 

futuro, se establecería una relación de consumo. 

En conclusión, para establecer si existe tal relación de consumo, es necesario 

evaluar si se cumple con los requisitos establecidos en el Código de Protección 

y Defensa del Consumidor, y en caso de existir un favor gratuito, se debe verificar 

si hay un propósito comercial detrás de la oferta. 

Ahora bien, uno de los elementos importantes a verificarse también según el 

Código de Protección y Defensa del Consumidor es la existencia de un 

proveedor. 

2.3.1 ¿Quién es el proveedor?: 
El código de protección al consumidor lo establece de la manera siguiente:  

“Artículo IV: 2) Definición de proveedor: 

Las personas naturales o jurídicas, de derecho público o privado, que de 

manera habitual fabrican, elaboran, manipulan, acondicionan, mezclan, 

envasan, almacenan, preparan, expenden, suministran productos o 

prestan servicios de cualquier naturaleza a los consumidores. En forma 

enunciativa y no limitativa se considera proveedores a:  

1. Distribuidores o comerciantes.- Las personas naturales o jurídicas 

que venden o proveen de otra forma al por mayor, al por menor, 

productos o servicios destinados finalmente a los consumidores, aun 

cuando ello no se desarrolle en establecimientos abiertos al público. 

2. Productores o fabricantes.- Las personas naturales o jurídicas que 

producen, extraen, industrializan o transforman bienes intermedios o 

finales para su provisión a los consumidores. 

3. Importadores.- Las personas naturales o jurídicas que importan 

productos para su venta o provisión en otra forma en el territorio 

nacional. 
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4. Prestadores.- Las personas naturales o jurídicas que prestan 

servicios a los consumidores” 

Es decir, pueden ser individuos naturales o personas jurídicas que llevan a cabo 

actividades económicas en el mercado pero de manera habitual; en otras 

palabras, que tenga la intención de ingresar y permanecer en el mercado de 

manera continua. 

Por otro lado, para que el Estado sea proveedor tiene que tratarse de una 

actividad económica propiamente dicha, por ejemplo, todo lo que tiene que ver 

con un rol fundamental del Estado como los hospitales o colegios, no cuentan 

como una actividad económica propiamente dicha, en los casos donde si 

califican son por ejemplo en el banco de la nación, como operaciones no 

reconocidas o en las universidades que brindaban cursos a terceros o es salud 

cuando brinda un seguro privado, o las municipalidades que brindan servicios de 

cochera etc. 

En resumen, establecer que si el Estado puede ser considerado o visto como 

proveedor en una relación de consumo está sujeta a la naturaleza de la actividad 

que realiza. El Código de Protección y Defensa del Consumidor determina las 

pautas para proteger y resguardar los derechos de los consumidores en diversas 

interacciones, incluyendo aquellas en las que el Estado pueda ser considerado 

como proveedor. 

Por otro lado, otro requisito importante para establecer la existencia de una 

relación de consumo es saber: 

2.3.2 ¿Quién es consumidor?: 
Según el código este se define como: 

“Artículo IV, inciso 1: Consumidores o usuarios 

1.1 Las personas naturales o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan 

como destinatarios finales productos o servicios materiales e 

inmateriales, en beneficio propio o de su grupo familiar o social, actuando 

así en un ámbito ajeno a una actividad empresarial o profesional. No se 

considera consumidor para efectos de este Código a quien adquiere, 

utiliza o disfruta de un producto o servicio normalmente destinado para 

los fines de su actividad como proveedor. 
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1.2 Los microempresarios que evidencien una situación de asimetría 

informativa con el proveedor respecto de aquellos productos o servicios 

que no formen parte del giro propio del negocio. 

1.3 En caso de duda sobre el destino final de determinado producto o 

servicio, se califica como consumidor a quien lo adquiere, usa o disfruta.” 

De modo que, los consumidores son el destinatario final o último eslabón de la 

secuencia de servicio o un producto, es el que evidentemente se encuentra en 

asimetría informativa. Por este motivo, el código protege también a las personas 

jurídicas y naturales mientras sean destinatarios finales. 

Por otro lado, es necesario tener en cuenta que se considera consumidores a los 

microempresarios solo para casos en los que si bien, realizan actividades 

económicas, necesitan adquirir otros productos que no giran alrededor de su 

negocio. Para esto se debe cumplir los tres requisitos: (i) ser microempresario, 

(ii) el producto o servicio no forme para del giro del negocio, (iii) el consumidor 

se encuentre en asimetría informativa frente al proveedor, salvo prueba en 

contrario. 

Por último, está el caso del consumidor mixto, la noción de este se refiere a aquel 

individuo que utiliza un mismo producto tanto para su beneficio personal como 

para actividades económicas. Un ejemplo clásico de esto son los automóviles, 

que pueden ser utilizados tanto para uso personal como para actividades 

comerciales. En este escenario, se aplica de manera implícita el principio pro 

consumidor, lo que significa que se otorga prioridad a la protección de los 

derechos e intereses del consumidor en esta situación. 12 

En resumen, la noción de consumidor mixto abarca contextos en las que un 

mismo servicio o producto es utilizado con propósitos tanto personales como 

comerciales, lo que conlleva implicaciones específicas en relación a la protección 

y defensa del consumidor. Tanto en el contexto legal peruano como en otros 

ordenamientos, se reconoce la importancia de definir y regular esta categoría de 

                                                           
12 EL CONCEPTO DE CONSUMIDOR MIXTO EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO EUROPEO Y 

MEXICANO Perfiles de las Ciencias Sociales, Año 3, No. 6, Enero - Junio 2016, 131-151 pp. 
Http://revistas.ujat.mx/index.php/perfiles, México, UJAT. 
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consumidores para garantizar un tratamiento adecuado y equitativo en sus 

interacciones comerciales. 

2.4 EL DEBER DE IDONEIDAD E INFORMACIÓN EN LA PROTECCIÓN AL 
CONSUMIDOR  
 

Ahora bien, el Código de Protección y Defensa del Consumidor en Perú 

determina un número de obligaciones que los proveedores deberán cumplir en 

relación con los consumidores para garantizar una relación de consumo justa y 

equitativa. Si bien el código contempla una amplia variedad de obligaciones, en 

este caso nos enfocaremos en los siguientes deberes: 
 

2.4.1 INFORMACIÓN 
 

El deber de información, según el Código de Protección y Defensa del 

Consumidor en Perú en los artículos N° 2.1 y N°2.213, establece que los 

proveedores están obligados a proporcionar información clara, veraz, oportuna 

y suficiente sobre los productos o servicios que ofrecen. Dicha información 

claramente deberá incluir aspectos relevantes como características, precios, 

garantías, condiciones de uso, restricciones, riesgos previsibles, entre otros 

elementos que permitan a los consumidores tomar decisiones libres e 

informadas antes de contratar el servicio y durante el servicio. Es decir, el 

propósito de este deber es garantizar que los consumidores tengan acceso a la 

información necesaria para realizar transacciones de consumo de manera 

consciente y protegida, promoviendo la transparencia y la igualdad en la relación 

entre proveedores y consumidor. 

 

 

                                                           
13 “Artículo 2.- Información relevante 
2.1 El proveedor tiene la obligación de ofrecer al consumidor toda la información relevante 
para tomar una decisión o realizar una elección adecuada de consumo, así como para 
efectuar un uso o consumo adecuado de los productos o servicios. 
2.2 La información debe ser veraz, suficiente, de fácil comprensión, apropiada, oportuna y 
fácilmente accesible, debiendo ser brindada en idioma castellano.” 
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2.4.2 IDONEIDAD 

El deber de idoneidad de los proveedores, según el artículo 18 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor en Perú, se define de la forma siguiente: 

“Artículo 18.- Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que 

un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que 

se le hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, las 

condiciones y circunstancias de la transacción, las características y 

naturaleza del producto o servicio, el precio, entre otros factores, 

atendiendo a las circunstancias del caso.” 

De esta manera, se establece según el mismo INDECOPI que los proveedores 

están en la obligación de ofrecer servicios y productos que sean adecuados, 

apropiados y de calidad para satisfacer las expectativas y necesidades 

razonables de los consumidores. Este deber implica que los proveedores deben 

garantizar que tales servicios prestados se ciñan a los estándares esperados y 

sean aptos para el fin que fueron contratados, asegurando de esta manera la 

satisfacción del consumidor14. 

Este deber se aplica cuando se adquiere un producto o cuando se contrata un 

servicio, y su diferencia radica en la prestación de medios o resultados, lo cual 

debe ser analizado en concordancia al último párrafo del artículo N° 104 de dicha 

norma:  

“Artículo N° 104: Responsabilidad administrativa del proveedor 

En la prestación de servicios, la autoridad administrativa considera, para 

analizar la idoneidad del servicio, si la prestación asumida por el 

proveedor es de medios o de resultado, conforme al artículo 18”. 

Asimismo, se deben considerar las garantías de idoneidad según el Artículo N° 

20 del código de consumidor15, especialmente el respeto a las garantías legales, 

las cuales no pueden ser modificadas, además de la garantía explícita que suele 

ser acordada entre el proveedor y consumidor y esta no puede desplazarse por 

                                                           
14 TUS DERECHOS FUNDAMENTALES COMO CONSUMIDOR: 

https://www.consumidor.gob.pe/tus-derechos. 
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una implícita garantía, la cual está casi siempre incluida en los contratos debido 

a las costumbres y usos del mercado. 

En conclusión, el fin del deber de idoneidad busca asegurar que los 

consumidores reciban servicios y productos que cumplan con los estándares 

esperados y sean aptos para el fin que fueron adquiridos, garantizando de esta 

manera su satisfacción.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



37 
 

CAPITULO III: ANÁLISIS Y TOMA DE POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE 
CADA UNO DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

Ahora bien, considerando el análisis de la normativa relacionada con la defensa 

del consumidor, el marco legal, los argumentos presentados por la denunciante 

y los denunciados, así como los fundamentos de las decisiones adoptadas en 

las resoluciones de la Comisión de Protección del Consumidor N° 2 y la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI, podemos identificar 

los problemas jurídicos que deben ser analizados en el presente capítulo. Estos 

problemas incluyen la evaluación de si el proveedor ha cumplido con el deber de 

información, la garantía de idoneidad en el servicio ofrecido, el respeto a las 

garantías legales y explícitas; y por su puesto la existencia de una relación de 

consumo. Estos elementos generales serán fundamentales para la evaluación 

completa de la situación y la adopción de decisiones en el ámbito de la protección 

al consumidor: 

 

3.1 ¿Existió una relación de consumo entre la denunciante y ambos 
imputados (el señor Heredia Tamayo y el Estudio Muñiz)? 
 

Para empezar, es necesario tener en cuenta que hechos que dieron lugar a la 

denuncia formulada por la señora Gayoso Herrera y los trámites del presente 

procedimiento de infracción a las normas de protección al consumidor tuvieron 

lugar con la vigencia del actual Código del Consumidor. Como se explicó, dicha 

norma delimita su ámbito de aplicación en función de la existencia de una 

relación de consumo entre el consumidor y el proveedor; es decir, entre el 

denunciante y el denunciado, en el marco de una relación de consumo entre 

ambos es que uno de ellos afectó al otro; y es este último el que recurre a la 

tutela que brinda los órganos resolutivos del INDECOPI mediante el respectivo 

procedimiento administrativo de infracción a las normas de protección al 

consumidor. En tal sentido, como explica Thorne J., la sociedad ofrece un 

espacio económico común a distintos agentes (consumidores y proveedores) 

para que estos confluyan con sus intereses, necesidades y aportes particulares, 

en torno al objetivo general de generar bienestar a través del intercambio. En 
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este marco, se constituyen diversas relaciones entre los miembros de la 

sociedad, que generarán transacciones sobre bienes y servicios.15 

Así pues, ante la no existencia de una relación de consumo la denuncia 

formulada por el consumidor afectado devendría en improcedente, no siendo 

aplicable el Código del Consumidor. Ante lo señalado es pertinente recordar la 

definición que la mencionada norma realiza sobre la Relación de Consumo. De 

esta forma, el numeral 5) artículo III de su Título Preliminar establece: 

“Artículo III, numeral 5: 

Es la relación por la cual un consumidor adquiere un producto o 

contrata un servicio con un proveedor a cambio de una 

contraprestación económica. Esto sin perjuicio de los supuestos 

contemplados en el artículo III.” 

Es necesario recordar también la última parte de la mencionada definición 

normativa ya que obliga a realizar una interpretación conjunta de todo lo regulado 

por el artículo III, del Título Preliminar del Código, el cual precisamente señala el 

ámbito de aplicación comentado líneas arriba de la forma siguiente: “El presente 

Código protege al consumidor, se encuentre directa o indirectamente 
expuesto o comprendido por una relación de consumo o en una etapa preliminar 

a ésta.” 

Esto significa que, lo mencionado anteriormente, en el sentido de que la 

existencia de una relación de consumo es un requisito obligatorio para la 
aplicación del Código del Consumidor, no es absoluto; ya que esta norma 

dispone que se puede aplicar incluso en aquellos casos en que el consumidor 

denunciante no haya tenido una relación de consumo con el proveedor 

denunciado. Esto ocurre en aquellos casos en que el denunciante haya estado 

expuesto a una relación de consumo en la que él no ha formado parte o haya 

sido afectado antes de que dicha relación exista como tal. 

Esto lo explica Durand J. al mencionar que la relación de consumo no es 

sinónimo de relación contractual, porque no está definida en función a una 

                                                           
15 Thorne, J. (2010) Las Relaciones de Consumo y los Principios Esenciales en Protección y Defensa del 

Consumidor. Reflexiones en torno al Proyecto de Código de Consumo Derecho & Sociedad. 
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relación de cosa precio, sino que constituye una especie de relación de 

correspondencia y de atención del proveedor respecto del mercado que le da 

vida y que implica una política empresarial de responsabilidad, servicio al cliente, 

transparencia y adecuada información.16 

Ahora bien, de la definición de relación de consumo que realiza el Código del 

Consumidor se advierte que debe existir una contraprestación económica. Esto 

último es fácil de comprender debido a que se da por sentado que el consumidor 

se beneficia con un producto o servicio que el proveedor ofrece y otorga a cambio 

a este último una contraprestación económica. Sin embargo, surge una 

interrogante: ¿qué ocurre en aquellos casos en que no hay contraprestación 
económica debido a que el producto o servicio ha sido entregado o 
prestado a título gratuito? Para poder determinar si es aplicable el Código del 

Consumidor (y, por ende, ser procedente la denuncia) en este tipo de situaciones 

es necesario recordar el numeral 3) del artículo III del Título Preliminar de la 

mencionada norma, el cual menciona que también están comprendidas en el 

código las operaciones a título gratuito cuando tengan un propósito comercial 

dirigido a motivar o fomentar el consumo. 

Tal como se explicó, si un producto o servicio que ha sido entregado o prestado 

gratuitamente es cuestionado por el consumidor, es aplicable el Código del 

Consumidor si ha sido puesto a disposición de consumidor dicho producto o 

servicio con la finalidad de promover o fomentar el consumo. Esta última 

condición es de indispensable probanza (de ser el caso, se debe recurrir a los 

indicios como los sucedáneos de los medios probatorios) para poder concluir 

que es aplicable el Código del Consumidor. De llegarse a probar que dicha 

operación gratuita estaba orientada a promover un consumo, a mi entender si es 

posible aplicar el Código del Consumidor no porque exista una relación de 

Consumo (esta última según la definición normativa exige la existencia de una 

contraprestación económica17) sino porque se cumple el requisito exigido por 

dicho Código para su aplicación. 

                                                           
16 Durand, J. (2015). El Código de Protección y Defensa del Consumidor. Retos y desafíos para la promoción 

de una cultura de consumo responsable en el Perú. Revista de Actualidad Mercantil. 
17 Del Dictamen de la Comisión de Defensa del Consumidor y Organismos Reguladores de Servicios 
Públicos, previa a la aprobación del Código del Consumidor por parte del Congreso de la República, se 

desprende la importancia de la existencia de una contraprestación económica para que tenga lugar 
una relación de consumo ya que en el señala que los legisladores optaron por no incluir dentro del 
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Lo señalado sobre la relación de consumo, permite deducir que, dentro del marco 

de un procedimiento de infracción a la normativa de protección al consumidor, 

quien afirma la existencia de una relación de consumo o de un ánimo de fomentar 

el consumo (en el caso de las operaciones a título gratuito) con la finalidad de 

que se aplique el Código del Consumidor tiene que probar dichas aseveraciones. 

Un medio probatorio que evidenciaría la existencia de una relación de consumo 

es un comprobante de pago (el cual acreditaría la existencia de una 

contraprestación por el producto o servicio materia de la relación de consumo) o 

un contrato; sin embargo, estos tipos de medios probatorios documentales no 

siempre van a ser ofrecidos en el procedimiento; por lo que se tiene que recurrir 

a los sucedáneos de los medios probatorios como son los indicios18. Por ende, 

si se recurre a la prueba indiciaria es para generar certeza en el órgano resolutivo 

del INDECOPI de que, vinculando los diferentes elementos de juicio que se 

desprenden de dichos indicios, se colige que existió una relación de consumo, a 

pesar de que no exista un documento formal que genere la convicción de que la 

prestación que hizo el proveedor al consumidor fue a cambio de que este le 

otorgue una contraprestación o en todo caso que dicha prestación por más que 

fue gratuita estuvo orientada a fomentar el consumo. 

Si se recurre a los indicios es porque no hay medios probatorios que 

directamente acrediten la existencia de la relación de consumo por lo que se 

tiene que recurrir a medios probatorios que no prueben directamente dicha 

relación; pero que de ellos se desprende un conjunto de elementos de juicio que 

evaluados en forma integral permiten arribar en este caso, a la conclusión de 

que, si existió la relación de consumo o de que la prestación de servicio a pesar  

Para llegar a una conclusión a partir de la prueba indicaría el razonamiento que 

ha sido empleado puede incluir ciertos principios o teorías jurídicas. En este 

caso, la Comisión en primer lugar aplicó el principio de Primacía de la Realidad. 

Al respecto, el Código del Consumidor en el numeral del artículo V del Título 

Preliminar del Código del Consumidor menciona que al resolver, la autoridad 

                                                           
aplicación del Código a los servicios estatales porque en las relaciones de consumo se dan cuando existe 
por medio de un, producto o servicio y el pago de una contraprestación (para ello consideraron que 
generalmente los servicios del Estado son de carácter asistencial) 
18 El Tribunal Constitucional (2008) considera que, “mediante se prueba un hecho inicial -indicio, que no es 
el que se quiere probar, en definitiva, sino que se trata de acreditar la existencia del hecho final a partir de 
una relación de causalidad - inferencia lógica”. (Expediente N° 00728- 2008-HC) 
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administrativa debe hacer prevalecer los verdaderos propósitos de la conducta 

que subyacen al acto jurídico que la expresa.  

“En la determinación de la verdadera naturaleza de las conductas, se consideran 

las situaciones y relaciones económicas que efectivamente se realicen, persigan 

o establezcan. La forma de los actos jurídicos utilizados en la relación de 

consumo no enerva el análisis que la autoridad efectúe sobre los verdaderos 

propósitos de la conducta que subyacen al acto jurídico que la expresa.” 

El mencionado principio, en el presente caso, era necesariamente aplicable ante 

la inexistencia de un medio probatorio que acredite la existencia de una relación 

contractual y ante los argumentos opuestos de la denunciante quien alegaba 

haber realizado pagos a favor del denunciado (y, por ende, existía una relación 

de consumos entre ambos) y los de este último, quien señaló que brindó sus 

servicios de asesoría jurídica de forma gratuita, como consecuencia de un favor 

personal que hizo a un amigo que ambos tenían en común (el señor Néstor 

Ramírez Jiménez). Entonces, ante esta discordancia o confusión entre los 

argumentos esgrimidos por los sujetos intervinientes en el procedimiento 

administrativo, era prudente que la Comisión en su acto administrativo definitivo 

considere prevalecer la conducta del denunciante sobre la existencia de alguna 

documentación.19 

Ahora bien, el criterio de la Comisión de aplicar dicho principio le obliga a 

ponderar la conducta o actuación del proveedor sobre la impresión que generó 

en el consumidor. Es respecto a esto último donde dicho colegiado tiene que 

recurrir a la Teoría de la Apariencia. Ello es así porque el consumidor actúa según 

la apariencia (expectativa) que el proveedor genere en él. Por lo tanto, se va a 

evaluar si la expectativa que se generó coincide con lo que efectivamente recibió 

el consumidor.20  En otras palabras, "quien sugiere determinada apariencia 

queda obligado a cumplir con lo ofrecido en la medida que el consumidor haya 

podido creer razonablemente en ella.21 Respecto a la aplicación de la Teoría de 

                                                           
19 Canalle Abogados (2021). Principio de primacía de la realidad. En: 

https://canalleabogados.com/principio-de-primacia-de-la-realidad/ 
20 Dicha coincidencia es lo que el Código del Consumidor define como “idoneidad” la cual será 
desarrollada más adelante. 
21 Rodríguez, G. (2009) Teoría de la apariencia en el Derecho del Consumidor La marca como factor 
atributivo de responsabilidad. Actualidad Jurídica (199). 
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la Apariencia y la conclusión a la que se pueda arribar, este último autor señala 

un procedimiento a seguir, el cual consta de los siguientes pasos: 

 Verificar si existen elementos que permitan generar una apariencia 

tutelable en el consumidor. 

 Verificar si dicha apariencia responde a una participación en calidad de 

proveedor. 

 Determinar si el producto o servicio resultó falto de idoneidad (el 

consumidor acredita el defecto y si este queda acreditado, el "aparente 

proveedor" deberá probar que este no le era imputable). 

 Si el aparente proveedor no acredita la idoneidad o que se ha producido 

algún supuesto eximente de responsabilidad, será responsable por 

infringir el deber de idoneidad. 

De lo señalado sobre esta teoría se puede afirmar que su aplicación permite a la 

autoridad de consumo evaluar las expectativas despertadas en los 

consumidores y no por las condiciones expresamente pactadas. Como lo señala 

la Sala Especializada en Protección al Consumidor del Tribunal de Defensa de 

la Competencia y de la Propiedad Intelectual (2017)22, “la teoría de la apariencia 

resulta de vital importancia en un escenario de mercado en el que las empresas 

tienen como activos su buen nombre y reputación y emplearlos para persuadir a 

los consumidores en general a adquirir un producto o servicio”. (Expediente N° 

1090-2016/CC2). 

En el caso en cuestión, sobre la existencia de una relación de consumo, la 

aplicación del Código del Consumidor; y por lo tanto, la procedencia de la 

denuncia, las partes del procedimiento afirmaron lo siguiente: 

Señora Gayoso 

Benavides 

Realizó pagos al señor Herrera 

Tamayo 

El señor Heredia Tamayo prestó sus 

servicios profesionales como 

abogado del Estudio Muñiz 

Existió relación de 

consumo con el 

señor Heredia 

Tamayo y con el 

Estudio Muñiz. 

                                                           
22 Resolución N° 3025-2017/SPC-INDECOPI) 
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Señor Heredia 

Tamayo 

Prestó sus servicios profesionales 

como un favor personal al señor 

Ramírez Jiménez (amigo de la 

denunciante) 

No existió relación 

de consumo de la 

denunciante. 

Estudio Muñiz El señor Heredia Tamayo no era un 

trabajador dependiente del estudio. 

Además, este último no brindó el 

servicio como abogado de dicha 

firma; sino como un favor personal al 

señor Ramírez Jiménez (socio del 

Estudio). 

No existió relación 

de consumo con la 

denunciante 

 

Ahora bien, frente a los mencionados argumentos, la Comisión consideró que, si 

bien no obraba medio probatorio que permitiese concluir indubitablemente que 

hubo una a relación de consumo entre la denunciante señora Gayoso y el 

abogado denunciado, sí existían elementos de juicio que en conjunto permitían 

concluir que la defensa de la denunciante señora Gayoso en el proceso judicial 

estuvo a cargo del señor Heredia quien intervino como abogado del Estudio 

Muñiz ya que existían “recursos que vinculaban a estos dos últimos”. De esta 

forma tuvo en cuenta que dichos elementos de juicio fueron los siguientes: 

- La firma del señor Heredia en el escrito de contestación de la demanda, 

como abogado del Estudio Muñiz. 

 La autorización en dicho escrito para que el señor Cesar Medina Vicuña 

(quien también es abogado del Estudio Muñiz) pueda realizar trámites en 

el proceso judicial.  

 El domicilio procesal que aparece en la contestación de demanda 

pertenece al Estudio Muñiz.  

 El correo remitido por el señor Heredia Tamayo al abogado del excónyuge 

de la señora Gayoso fue enviado de una cuenta de correo del Estudio 

Muñiz. 

 En página web del Estudio Muñiz aparece el señor Heredia Tamayo y el 

señor Roger Enrique Zavaleta Rodríguez como abogados del mencionado 

estudio. 
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Ahora bien, la Comisión también consideró que los elementos ya señalados 

incluían recursos del Estudio Muñiz (como el sello, la casilla electrónica y la 

cuenta de correo); además de que los abogados también formaban parte del 

estudio. Todo ello generó en la denunciante la expectativa (apariencia) de que el 

abogado denunciado actuó como parte del Estudio Muñiz. Asimismo, tuvo en 

cuenta la Comisión que el Estudio Muñiz y la modalidad contractual establecida 

con sus abogados no permitía desvirtuar su responsabilidad ante las infracciones 

atribuidas ya que, en relación con los consumidores, “los abogados del Estudio 

Muñiz no actúan como profesionales independientes, sino como parte de un 

estudio de abogados.” 

Entonces, a partir de una evaluación en conjunto de los elementos de juicio 

señalados concluyó que la defensa de la denunciante señora Gayoso estuvo a 

cargo del señor Heredia Tamayo quien brindó sus servicios profesionales como 

abogado del Estudio Muñiz. 

Por tal razón, si bien es cierto, que es pertinente ante la ausencia de medios 

probatorios que acrediten directamente la existencia de un contrato entre la 

señora Gayoso y los coimputados o que estos últimos hayan recibido una 

contraprestación a cambio de sus servicios, recurrir a la prueba indiciaria, al 

principio de Primacía de la realidad y la Teoría de la Apariencia, estimo que se 

aplicaron incorrectamente. 

En el caso del Estudio Muñiz, si bien es verdad que la naturaleza jurídica de la 

relación que puede existir entre un estudio y un abogado no es conocida 

ampliamente (ya que puede variar entre las diferentes firmas de abogados), 

debería haberse tenido en cuenta que la denunciante era abogada aunque su 

experiencia se había extendido más como magistrada: La Comisión en el análisis 

que realizó omitió considerar que los abogados a los cuales se les otorgó el 

poder de representación, no efectuaron ninguna acción en el proceso judicial de 

divorcio de la denunciante, lo cual es común en este tipo de casos; más aún si 

la denunciante era abogada con varios años de experiencia. 23Asimismo, debe 

tenerse en cuenta que la señora Gayoso Benavides no presentó ningún medio 

probatorio que acredite algún vínculo con el Estudio Muñiz ya que es común que 

                                                           
23 La denunciante había sido magistrada de la Corte Suprema de Justicia de la República. 
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cuando alguien contrata a un estudio de abogados debe suscribirse el respectivo 

contrato, además de emitirse un comprobante de pago. Finalmente hay tres 

aspectos notorios que la Comisión debió tomar en cuenta: La señora Gayoso 

inicialmente no denunció al Estudio Muñiz (si lo hubiese contratado lo más 

seguro es que haya sido denunciado); dicho estudio no ofrece en su publicidad 

servicios de asesoría legal para temas relacionados con derecho de Familia; y, 

finalmente la denunciante no presente ningún escrito de reclamo contra el 

Estudio Muñiz, sino que todos sus cuestionamientos los realizó contra el 

abogado Heredia Tamayo. 

Por lo tanto, es evidente que, no se acreditó la existencia de una relación de 

consumo entre la señora Gayoso Benavides y el Estudio Muñiz, en el caso 

presente. 

En cuanto a la relación de consumo con el abogado Heredia Tamayo, la 

Comisión debió tener en cuenta la declaración del abogado Ramírez ya que, a 

pesar de su relación con el Estudio Muñiz, según la misma denunciante fue él 

quien recurrió al abogado denunciado para que asesore legalmente a ella. 

Asimismo, la Comisión no tuvo en cuenta que en el escrito en que la denunciante 

cuestiona al abogado por no haberle informado respecto a la sentencia de vista 

y no haber formulado la casación solamente le comunica que ya no contará con 

sus servicios; sin embargo, no menciona en ningún momento que haya pagado 

una determinada suma de dinero. Es más, en ninguno de los escritos en que se 

comunica con el denunciado menciona la realización de pago alguno; solamente 

lo hace ante el requerimiento que hace la Secretaría Técnica de la Comisión, una 

vez que ya formuló la denuncia e incluso al inicio ni ella misma sabe cuánto es 

el monto total que dice haber pagado. 

Si bien un argumento que pudo incidir en arribar a la conclusión respecto a una 

relación de consumo existente con el abogador Heredia Tamayo es que este 

último asumió las costas de la tramitación del proceso judicial, se debe 

considerar que pudo haber existido un acuerdo entre ambos para que la 

denunciante pueda posteriormente asumir el pago. Sin embargo, ello no 

determina la existencia de una relación de consumo ya que en el marco de un 

servicio de favor es razonable que la beneficiada tenga que asumir las costas 

del proceso independientemente del momento en que lo realice. 
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También es errada la deducción que hizo la Sala respecto a que el abogado 

Heredia al prestar un servicio de patrocinio fue con la intencionalidad y la 

expectativa de que la denunciante lo recomendaría para nuevos procesos 

legales, sí su caso tuviera éxito, ya que es sabido que el abogado Heredia no es 

especialista en la rama del Derecho Familiar. 

Por otro lado, al no existir medio probatorio en que se mencione el pago realizado 

por los servicios del abogado denunciado y considerando la declaración del 

señor Ramírez Jiménez, socio fundador del Estudio Muñiz, en el sentido de que 

había pedido de favor al señor Heredia Tamayo para que asesorara legalmente 

a la denunciante, se advierte que pudo a haber existido la confianza de parte de 

este último para utilizar algunos recursos del Estudio (casilla, sello y correo 

electrónico) por lo que considero que ello no genera la apariencia de que está 

prestando sus servicios personales a cambio de una contraprestación 

económica. Si bien no se puede afirmar que la señora Gayoso Benavidez mintió 

respecto al pago que realizó, lo cierto es que al no haber medio probatorio que 

pruebe directamente o a nivel indiciario esto último, no puede concluirse que 

hubo una contraprestación económica o que se trató de un servicio gratuito con 

la finalidad de, promover futuros consumos. Finalmente, se debe tener en cuenta 

nuevamente que de acuerdo a la información que aparecía en el portal del 

Estudio, él no tenía la especialidad de especialista en Derecho de Familia. 

Por todo lo señalado, considero que los elementos de juicio señalados 

previamente no permiten concluir que el mencionado abogado generó la 

expectativa de brindar -no de favor- un servicio profesional de asesoría legal y 

por lo tanto y la Sala Especializada de Protección al Consumidor no probó la 

relación de consumo existente entre ambas partes y, por lo mismo, no resolvió 

en coherencia con el Código de Protección al Consumidor.  

 

3.2 ¿Infringió el señor Heredia Tamayo los deberes de información y de 
idoneidad consagrados por el Código del Consumidor? 

Ahora bien, a pesar de la falta de prueba de una relación de consumo existente, 

es crucial determinar si el denunciado cumplió con los deberes profesionales 
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básicos ya que su actuación en la representación de la denunciante debe ser 

evaluada en función de estos estándares éticos y legales.  

Así pues, de los derechos que favorecen a los consumidores y deberes que 

tienen que ser cumplidos por los proveedores, regulados en el Código del 

Consumidor, como expliqué en el anterior capítulo, hay dos que están orientados 

a prevenir y evitar que los consumidores sufran consecuencias por la asimetría 

informativa y que tiene lugar en toda transacción comercial: el derecho y deber 

de información y el deber de idoneidad. 

Como ya se mencionó, el Código del Consumidor reconoce a todo consumidor 

el derecho de acceder a aquella información relevante que sea necesaria para 

que tome mejores decisiones para él; y por ende, el proveedor está obligado a 

brindar aquella información de una forma que pueda ser fácilmente alcanzable 

para el consumidor, por ello el proveedor tiene el deber de proporcionar 

información en forma veraz, oportuna y que sea fácilmente comprensible. En 

este sentido, Cavero E. afirma que es fundamental que los consumidores tengan 

acceso a la información más completa y relevante al tomar decisiones de 

consumo. No obstante, surge un problema cuando dicha información no está 

fácilmente disponible para el consumidor, lo que da lugar a la asimetría 

informativa.  

Este término se refiere a la disparidad de información entre las partes 

involucradas en una transacción, donde una de ellas posee un conocimiento 

superior con respecto al objeto de la transacción en comparación con la otra 

parte. Sin embargo, como señala el mencionado autor, si bien la asimetría 

informativa implica un acceso desigual respecto a la información, ello no origina 

que las relaciones de consumo sean intrínsecamente desiguales, siendo el 

proveedor la parte fuerte y el consumidor la parte débil.24  

Por otro lado, según Patrón C., el derecho de los consumidores de acceder a la 

información radica en que, si se reduce los costos de transacción presentes en 

todo intercambio en el mercado, se garantizará que los consumidores tengan a 

su disposición el mayor número de alternativas entre las cuales escoger, por lo 

                                                           
24 Cavero, E. (2016) ¿Efecto dominó o efecto mariposa? El (distorsionado) concepto de consumidor 
protegido en el derecho peruano. Ius et Verita (53). 
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que ciertamente se les estaría protegiendo. 25Por lo tanto, si el proveedor actúa 

brindando información relevante de forma veraz, suficiente, oportuna y de fácil 

accesibilidad, el consumidor podrá tomar decisiones adecuadas según sus 

propios intereses. 

Dentro del marco de un procedimiento de infracción a las normas de protección 

al consumidor, para analizar si el proveedor proporcionó la información relevante 

de modo suficiente, veraz y oportuna, ante la denuncia formulada por el 

consumidor en el sentido de que no cumplió con dicha obligación, tiene que 

presentar los medios probatorios necesarios de cuya evaluación en forma 

integral permita colegir que sí cumplió con tal obligación. 

En cuanto a la determinación si un servicio brindado fue idóneo, como mencioné 

en referencia a lo dispuesto en el artículo 18° del Código del Consumidor, tiene 

que evaluarse si lo que consumidor esperaba del servicio prestado coincidía con 

lo que en la realmente recibió. En este sentido, si el consumidor encuentra que 

hay correspondencia entre lo que esperó y lo que recibió, el servicio brindado 

por el proveedor será idóneo; en caso contrario recae la responsabilidad de 

haber contravenido el deber de idoneidad. 

Para determinar si existió dicha correspondencia se debe recordar las garantías 

que establece el Código del Consumidor en el artículo 20°, según el cual: 

“Para determinar la idoneidad de un producto o servicio, debe 

compararse el mismo con las garantías que el proveedor está 

brindando y a las que está obligado. Las garantías son las 

características, condiciones o términos con los que cuenta el producto 

o servicio. Las garantías pueden ser legales, explícitas o implícitas.” 

En el presente caso, se entiende que las garantías que brindaría el señor Heredia 

Tamayo como abogado a la denunciante son implícitas, en el sentido de que 

cumpliría con la defensa legal de su patrocinada con un nivel de diligencia 

mínima de tal manera que haría todo lo posible por conseguir lo deseado por su 

patrocinada en el proceso. Esto es así porque de los medios probatorios no se 

advierte algún documento explícito que contenga las obligaciones asumidas por 

el abogado; ni mucho menos existe una norma imperativa que determine cuáles 

                                                           
25 Patrón, C. (2011). Un acercamiento preliminar a la función económica de la protección al consumidor. 
Ensayos sobre Protección al Consumidor en el Perú, Lima: Universidad del Pacífico. 
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son las obligaciones o tareas que tiene que realizar un abogado en un proceso 

judicial. 

Sobre la garantía implícita, Supo y Bazán han señalado que ellas deberán 

atenderse concretamente por el contexto de los hechos. En efecto, en las 

garantías legales y expresas, este tipo de parámetros son definidos de modo 

preliminar por el legislador y el proveedor, razón por la que en estas situaciones 

resulta claro que existirán criterios más amplios (manejando un estándar 

general).26 

Sabiendo que este caso es la garantía implícita la que se debe aplicar en los 

parámetros ya señalados, es necesario tener en cuenta que lo que se imputó 

contra el señor Heredia fue haber brindado un servicio no idóneo. En aplicación 

y cumplimiento del tercer párrafo del artículo 104° del Código del Consumidor, 

es necesario determinar si estamos ante una obligación de medios o de 

resultados. Si se está frente a un servicio que responde a una obligación de 

resultados, la supuesta o presumible infracción al deber de idoneidad se evaluará 

a partir del resultado ofrecido por el proveedor; caso contrario se tendrá que 

evaluar si el proveedor actuó diligentemente con la finalidad de obtener el 

resultado deseado; independientemente de que esto último haya sido obtenido.  

Según lo señalado anteriormente, se advierte además, según Rozo P., que 

corresponde al proveedor aportar los medios probatorios que permitan concluir 

que su actuación fue legítima o que se exime de responsabilidad ya que la 

afectación que sufrió el consumidor no le es atribuible (supuestos de fractura del 

nexo causal, comprendidos en el artículo 104° del Código del Consumidor).27 

Mientras las obligaciones de medios, se enfocan en la diligencia, la actividad 

debida y el cumplimiento de las reglas y normas que desarrolla el proveedor; 

teniendo en cuenta al Tribunal de SUSALUD, en las obligaciones de resultado, 

                                                           
26 Supo, D. y Bazán, V. (202) El deber de información y el estándar de razonabilidad en las garantías 
implícitas del consumidor. Forseti, Revista de Derecho (8). 
27 Rozo, P. (1999) Las Obligaciones de Medios y de Resultado y la Responsabilidad de los Médicos y de los 
Abogados en el Derecho Italiano. Revista de Derecho Privado (4). 
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la prestación se dará por cumplida cuando el resultado se produzca, 

independientemente que se haya dado un comportamiento diligente o no.28 

En lo referente a los servicios de asesoría jurídica es necesario tener en cuenta 

lo que señala la Sala Especializada en Protección al Consumidor, en el sentido 

de que, “la responsabilidad administrativa del abogado se determina por su 

diligencia en la realización de su patrocinio legal ya que el pronunciamiento 

jurisdiccional se puede sustentar en una valoración diferente de las pruebas 

ofrecidas o en un análisis jurídico distinto, ajeno a la diligencia que pueda o no 

prestar un abogado.”29 

Ahora bien, considerando que el abogado Heredia brindó un servicio que 

responde a una obligación de medios, en el marco de una garantía implícita con 

el propósito de establecer si hubo o no, infracción al deber de idoneidad debe 

analizarse si existió un correlato entre lo que la denunciante esperó y lo que 

recibió considerando las evidencias y medios probatorios ofrecidos durante el 

presente procedimiento. 

En ese sentido, en referencia al hecho de no haber interpuesto el recurso de 

casación ante la sentencia de vista desfavorable para la denunciante, el abogado 

Heredia Tamayo asevera que no interpuso dicho recurso debido a la 

imposibilidad de obtener un fallo favorable; además de que, en coordinación 

previa con la denunciante señora Gayoso, se optara por no interponerlo. 

Así pues, se sostiene que la no interposición del recurso de casación se 

fundamentó en la evaluación de las circunstancias y en la coordinación con la 

denunciante, lo que no constituye una omisión arbitraria, sino una actuación 

basada en la evaluación de la viabilidad del recurso. Por lo tanto, se argumenta 

que en este caso presente no se ha incumplido el deber de idoneidad, ya que la 

decisión se tomó de manera fundamentada y en coordinación con la parte 

afectada. 

                                                           
28 Tribunal de la Superintendencia Nacional de Salud – Susalud (2020). Acuerdo Nº 009-2020 del 2 de 
diciembre de 2020. 
29 Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual. (2013), Expediente N° 238-
2011/CPC, Resolución Nº 3595-2013/SPC-Indecopi del 23 de diciembre de 2013)  
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Este argumento se basa en la evidencia de que el abogado Heredia Tamayo 

atendió al requisito de responder la apelación, así como en la ausencia de 

instrucciones adicionales por parte de la denunciante. Sin embargo, es 

importante considerar que la omisión de la denunciante al no indicar la necesidad 

de un escrito adicional no necesariamente exime al abogado de su deber de 

representar adecuadamente los intereses de su cliente. La idoneidad y la eficacia 

en la representación legal no solo dependen de las instrucciones explícitas del 

cliente, sino también de la diligencia y el juicio profesional del abogado para 

anticipar y abordar las necesidades de su cliente de manera proactiva, 

actuaciones que si realizó pues estuvo atento a responder todos los escritos 

según la estrategia de defensa que habían planeado para el caso. 

Por lo tanto, la denuncia tendría que haberse desestimado en ambos casos en 

contra del abogado Heredia, ya sea por el supuesto de no prestar un servicio 

idóneo y no respetar el deber de información. 

 

3.3 ¿Debió admitirse la adhesión a la apelación formulada por el señor 
Heredia Tamayo a la Sala?  
 

La adhesión a la apelación que presentó el abogado Heredia Tamayo fue motivo 

de controversia en el caso. La Sala mediante la Resolución N°0596-2018/SPC-
INDECOPI estimó en mayoría que la adhesión a la apelación planteada por el 

abogado Heredia Tamayo cumplió con los requisitos legales, y por lo tanto, debía 

desestimarse el pedido de nulidad presentada por la denunciante. 

Después de que el órgano administrativo de primera instancia emitió su acto 

administrativo definitivo, corresponde a la parte que se considera agraviada 

interponer el respectivo recurso administrativo. Para ello tiene un plazo 

determinado para formularlo. En caso de no hacerlo, y, si en el procedimiento 

administrativo participa otro administrado con intereses contrapuestos, el cual sí 

impugnó; aquel administrado (el que no formuló recurso administrativo) tiene la 

posibilidad de adherirse a dicha impugnación cuestionando aquellos extremos 

que le han sido desfavorables (diferentes a los impugnados por el otro 

administrado). A esto último se conoce como adhesión a la apelación. 
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Un requisito indispensable para que proceda es que se formule en el plazo en 

que inicialmente la autoridad administrativa concedió para contestar la apelación; 

si se hace de forma posterior, la adhesión a la apelación sería improcedente. Es 

relevante señalar que la adhesión no constituye un recurso que pueda 

presentarse conjuntamente con la apelación, según lo dispuesto en el artículo 

360° del Código Procesal Civil, y tampoco es aplicable frente a cualquier 

resolución. La adhesión solo podría ser interpuesta si se cumplen ciertos 

requisitos y condiciones legales. Estos requisitos son similares a los exigidos 

para la apelación, incluyendo el interés para impugnar (relacionado con el 

agravio), la legitimidad, la identificación de algún vicio o error en la resolución 

apelada, y la presentación de argumentos que respalden el agravio. Respecto a 

los presupuestos de la adhesión, es pertinente hacer referencia a cada uno de 

ellos. 

La Directiva N° 002-1999-TRI (Directiva vigente cuando ocurrieron los hechos 

materia del presente informe jurídico)30 reguló la adhesión a la apelación ante 

los órganos resolutivos del INDECOPI, a partir de los art. 367° y 373° del Código 

Procesal Civil (antes de su derogación). En su art. primerio señala que, “Tiene 

lugar cuando una resolución produce agravio a más de una parte que interviene 

en un procedimiento y permite a la parte que no apeló oportunamente valerse 

del recurso de apelación interpuesto por la parte contraria, buscando que el 

superior jerárquico reforme la decisión ya expedida en su propio beneficio y en 

contra de la parte apelante”. 

Asimismo, su artículo tercero señala que, “(…) debe interponerse dentro del 

plazo previsto por cada procedimiento para la absolución del traslado de la 

apelación. Vencido dicho plazo, la adhesión a la apelación deberá ser declarada 

inadmisible”. 

En cuanto al plazo, se puede advertir que uno de los requisitos para que la 

adhesión a la apelación proceda, fue cumplido en el presente caso. Habiendo 

sido el abogado Heredia Tamayo notificado de la apelación de la denunciante, el 

                                                           
30 Fue derogada por la Directiva 001-2023/TRI-INDECOPI, vigente a partir del 24 de mayo de 2023: esta 
directiva excluye la aplicación de la adhesión a la apelación debido a la eliminación a la adhesión a la 
apelación en el Código Procesal Civil; además de considerar que el procedimiento de infracción a las 
normas de protección al consumidor al tener naturaleza sancionadora, en él no prevalece intereses 
contrapuestos, sino in interés público. 
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15 de noviembre de 2017, tenía hasta el 22 de noviembre de dicho año para 

presentar su escrito de adhesión. Del expediente se advierte que este último se 

presentó el 21 de noviembre 2017 vía correo electrónico y se subsanó con la 

presentación de un escrito en físico en la mesa de partes del INDECOPI, el 22 

de noviembre de 2017, esto se dio dentro del plazo legal correspondiente (cinco 

días hábiles). 

Otro requisito a tener en cuenta es el agravio que está siendo cuestionado; en el 

sentido de que si este habría quedado firme, ya que no fue apelado en su 

oportunidad, ya no correspondería que sea revisado por el superior jerárquico. 

En la Resolución N° 0596-2018/SPC-INDECOPI emitida por la Sala, se 

encuentra dos posiciones. El voto discordante considera que al haber quedado 

firmes los extremos de la resolución de la Comisión que no fueron favorables al 

abogado denunciado, no debería haber pronunciamiento por parte de la Sala del 

Tribunal del INDECOPI. Sin embargo, el voto en mayoría consideró a partir de lo 

regulado por la mencionada Directiva que, si la parte que apeló inicialmente fue 

la denunciante en relación a los aspectos que fueron declarados infundados, la 

parte denunciada tendría la posibilidad de unirse a esa apelación en lo que 

respecta a los aspectos que fueron declarados fundados, siempre y cuando no 

haya obtenido plena satisfacción en todas sus pretensiones. 

Si bien el criterio del voto discordante es correcto; se debe tener en cuenta que 

ante la imprecisión de la Directiva N° 002-1999-TRI (que aún seguía vigente en 

esos años), respecto a los alcances de la adhesión no debía aplicarse de manera 

restrictiva ni para el consumidor ni para el proveedor independientemente de los 

roles que asuman una vez que la Comisión haya emitido su resolución final. Lo 

contrario significaría aplicar desigualmente esta figura procesal regulada 

inicialmente en el Código Procesal Civil, norma que al respecto no realiza 

ninguna restricción en cuanto a la aplicación. 

Así pues, teniendo en cuenta los argumentos presentados, considero que la 

figura de adhesión en el presente proceso administrativo si fue aplicado de 

manera correcta y justa ya que la adhesión a la apelación planteada por el 

abogado Heredia Tamayo cumplió con los requisitos legales, además de haberse 

presentado dentro del plazo legal correspondiente, lo que cumple con uno de los 

requisitos para que proceda. Por lo tanto, la adhesión a la apelación en este caso 
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específico se ajusta a los requisitos legales y, por ende, respalda la validez de 

su presentación. 

Cabe mencionar que actualmente la figura de la adhesión a la apelación fue 

eliminada de los procedimientos administrativos en Perú al ser eliminada del 

Código Procesal Civil. A pesar de esto, en mi opinión, considero que la adhesión 

a la apelación era una figura procesal que normalizaba el comportamiento 

negligente y hasta permitía presentar los mismos escritos que fueron 

presentados fuera de tiempo con el nombre de “adhesión a la apelación”. Por lo 

tanto, si bien en el presente caso y en los años en que se daba el proceso del 

abogado Heredia Tamayo la figura fue aplicada de manera legal, considero que 

la derogación de esa figura actualmente fue necesaria para evitar más carga 

procesal innecesaria y para asegurar que los administrados tengan una 

comprensión clara y predecible sobre el alcance y las condiciones asociadas a 

la figura de la adhesión a la apelación, es decir, garantizar la predictibilidad del 

procedimiento. 
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IV. CONCLUSIONES 

 Considero que no se encontró pruebas contundentes que demostraran 

una relación de consumo existente entre la denunciante y el abogado 

Heredia Tamayo, por lo tanto, la denuncia formulada por la consumidora 

afectada sería improcedente, ya que no debería de aplicarse el Código 

del Consumidor en ausencia de una relación de consumo. 

 La Comisión aplicó el principio de Primacía de la Realidad para determinar 

la naturaleza verdadera de las conductas, considerando las situaciones y 

relaciones económicas que creía que se realizaban, perseguían o 

establecían. Este principio en el caso presente no fue necesario ante la 

inexistencia de un medio probatorio real que acredite la existencia de una 

relación entre el Estudio Muñiz, el abogado Heredia y la denunciante. 

 La Comisión también aplicó la Teoría de la Apariencia para evaluar si la 

expectativa que se generó en la consumidora coincidía con lo que 

efectivamente recibió. Sin embargo fue mal aplicada en el sentido de que 

las pruebas obtenidas no dieron a entender que el abogado Heredia daba 

la apariencia de que trabajaba para el Estudio Muñiz directamente. 

Además ni la misma denunciante no tuvo en cuenta al estudio Muñiz 

cuando empezó el proceso. 

 El proveedor está obligado a brindar información en forma veraz, oportuna 

y que sea fácilmente comprensible. Si el proveedor actúa brindando 

información relevante de forma veraz, suficiente, oportuna y de fácil 

accesibilidad, el consumidor podrá tomar decisiones adecuadas según 

sus propios intereses. 

 La omisión de la denunciante al no indicar la necesidad de un escrito 

adicional no necesariamente exime al abogado de su deber de 

representar adecuadamente los intereses de su cliente. La idoneidad y la 

eficacia en la representación legal no solo dependen de las instrucciones 

explícitas del cliente, sino también de la diligencia y el juicio profesional 

del abogado para anticipar y abordar las necesidades de su cliente de 

manera proactiva. 

 Para determinar si un servicio brindado fue idóneo, se debe evaluar si lo 

que el consumidor esperaba del servicio prestado coincidía con lo que en 
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realidad recibió. En este sentido, si el consumidor encuentra que hay 

correspondencia entre lo que esperó y lo que recibió, el servicio brindado 

por el proveedor será idóneo; caso contrario será responsable como 

consecuencia de infringido el deber de idoneidad. 

 En el caso específico del señor Heredia Tamayo, se puede concluir que 

cumplió con los deberes de idoneidad y de comunicación, ya que 

demostró haber cumplido con responder a la apelación en el proceso 

judicial y la decisión de no interponer el recurso de casación se 

fundamentó en la evaluación de las circunstancias y en la coordinación 

con la denunciante, lo que no constituye una omisión arbitraria, sino una 

actuación basada en la evaluación de la viabilidad del recurso. 

 La adhesión a la apelación presentada por el abogado Heredia Tamayo 

fue motivo de controversia en el caso. La Sala mediante la Resolución 

N°0596-2018/SPC-INDECOPI consideró en mayoría que la adhesión a la 

apelación presentada por el señor Heredia Tamayo cumplió con los 

requisitos legales, y por lo tanto, debía desestimarse el pedido de nulidad 

planteada por la denunciante. 

 A pesar de que la adhesión a la apelación cumplió con los requisitos 

legales en el caso específico del señor Heredia Tamayo, su eliminación 

de los procedimientos administrativos en Perú se justificó para evitar 

posibles nulidades en las resoluciones del INDECOPI. La derogación de 

esta figura procesal fue necesaria para evitar carga procesal innecesaria 

y garantizar la predictibilidad en los administrados respecto al contenido 

de la regulación.  
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 ANEXOS 

 Denuncia 

 Resolución de Admisión a trámite 

 Descargos 

 Resolución en que se incluye de oficio en el procedimiento al Estudio 

Muñiz 

 Descargos del Estudio Muñiz 

 Resolución de la Comisión de Protección al Consumidor N° 2. 

 Recursos de Apelación de la denunciante y del Estudio Muñiz 

 Adhesión a la apelación del denunciado 

 Resolución de la Sala Especializada en Protección al Consumidor 

respecto a la Adhesión a la apelación 

 Resolución Final de la Sala Especializada en Protección al Consumidor   
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